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ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS  
PARA PROCESO DE CONCURSO DE MERITOS ABIERTO No. 003-2023 

 
1. LA DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE EL MUNICIPIO DE ENTRERRIOS PRETENDE 

SATISFACER CON LA CONTRATACIÓN 
 
De conformidad con lo señalado en los numerales 7 y 12 del Artículo 25 de la Ley 80 de 1993, en 
concordancia con el Artículo 2.2.1.1.2.1.1., del Decreto 1082 de 2015, las Entidades Estatales están 
obligadas a llevar a cabo estudios y documentos previos para comprobar la necesidad de contratar el bien 
o servicio, obra o labor, dejando constancia de su adecuación al Plan de Desarrollo, al Plan de Acción y al 
Plan Anual de Adquisiciones de la Entidad. 
 
La Constitución Política de Colombia, en el artículo 2 define: 
  
La Constitución Política de Colombia en su Artículo 2o. determina que “Son fines esenciales del Estado: 
servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 
que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia 
de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y libertades, y para 
asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los particulares”. 
 
El artículo 311 Superior lee: …¨Al municipio como entidad fundamental de la división político<sic>-
administrativa del Estado le corresponde prestar los servicios públicos que determine la ley, construir las 
obras que demande el progreso local, ordenar el desarrollo de su territorio, promover la participación 
comunitaria, el mejoramiento social y cultural de sus habitantes y cumplir las demás funciones que le 
asignen la Constitución y las leyes¨…  
 
El artículo 1 de la Ley 344 de 1996, permite a las autoridades administrativas adoptar “medidas tendientes 
a racionalizar y disminuir el gasto público, garantizar su financiamiento y reasignar recursos hacia sectores 
deficitarios de la actividad estatal, como condición fundamental para mantener el equilibrio financiero y 
garantizar el cumplimiento de los principios de economía, eficacia y celeridad en el uso de los recursos 
públicos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución Política. 
 
Que al tenor de lo establecido en el numeral 3 del artículo 6 de la ley 1551 de 2012 al Municipio le 
corresponde entre otras la función de promover el desarrollo de su territorio y construir las obras que 
demande el progreso municipal. Igualmente, le corresponde al municipio solucionar las necesidades 
insatisfechas de salud, educación, saneamiento ambiental, agua potable, servicios públicos, domiciliarios, 
vivienda, recreación y deporte. 
 
Según el artículo 3º de la ley 80 de 1993 los servidores públicos al celebrar contratos tendrán en 
consideración que las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la continua y eficiente 
prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos e intereses de los administrados. 
 
De acuerdo a lo dispuesto en la Ley 1523 de 2012, se entiende por Gestión del Riesgo de Desastres: 
“como el proceso social orientado a la formulación, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, 
estrategias, planes, programas, regulaciones y acciones permanentes para el conocimiento y la reducción 
del riesgo y para el manejo de desastres, con el propósito explícito de contribuir a la seguridad, el bienestar, 
la calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible. Así mismo la norma citada determina que uno 
de los procesos de la gestión del riesgo es el de la Reducción del Riesgo, el cual está compuesto por la 
intervención dirigida a modificar o disminuir las condiciones de riesgo existentes, entiéndase mitigación del 
riesgo y a evitar nuevo riesgo en el territorio, entiéndase prevención del riesgo. Son medidas de mitigación 
y prevención que se adoptan con antelación para reducir la amenaza, la exposición y disminuir la 
vulnerabilidad de las personas, los medios de subsistencia, los bienes, la infraestructura y los recursos 
ambientales y de esta forma evitar o minimizar los daños y pérdidas en caso de producirse los eventos 



 

físicos peligrosos; así  la reducción del riesgo en este sentido está compuesta entre otros, por la 
intervención  correctiva del riesgo existente, que consiste en  “el proceso cuyo objetivo es reducir el nivel 
de riesgo existente en la sociedad a través de acciones de mitigación, en el sentido de disminuir o reducir 
las condiciones de amenaza, cuando sea posible, y la vulnerabilidad de los elementos expuestos” y por la 
intervención prospectiva de nuevo riesgo entendida como el “Proceso cuyo objetivo es garantizar que no 
surjan nuevas situaciones de riesgo a través de acciones de prevención, impidiendo que los elementos 
expuestos sean vulnerables o que lleguen a estar expuestos ante posibles eventos peligrosos. Su objetivo 
último es evitar nuevo riesgo y la necesidad de intervenciones correctivas en el futuro”. 
 
El Sistema Nacional Para la Prevención y Atención de Desastres –SNPAD,  modificado mediante Ley 1523 
del 2012 elevado hoy al Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres es el conjunto de 
Instituciones públicas, privadas y comunitarias, de políticas, normas, procesos, recursos, planes, 
estrategias, instrumentos, mecanismos, así como la información atinente a la temática, que se aplica de 
manera organizada para garantizar la gestión del riesgo en el país, tiene como objetivo general llevar a 
cabo el proceso social de la gestión del riesgo con el propósito de ofrecer protección a la población en el 
territorio colombiano, mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida y contribuir al desarrollo 
sostenible, y dentro de sus objetivos específicos se encuentra la preparación para la respuesta frente a 
desastres con acciones dirigidas a atender la población afectada y restituir los servicios esenciales 
afectados, cuyos integrantes son  las entidades públicas, las entidades privadas con ánimo y sin ánimo de 
lucro, la comunidad; y como instancias de Dirección del sistema se encuentran: El presidente de la 
República, el Director de la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, el Gobernador en 
su respectiva jurisdicción y el Alcalde Distrital o Municipal en su respectiva jurisdicción.  
 
Por su parte y conforme lo establecido en el artículo 2 de la Ley 1523 de 2012, “La gestión del riesgo es 
responsabilidad de todas las autoridades y de los habitantes del territorio colombiano. En cumplimiento de 
esta responsabilidad, las entidades públicas, privadas y comunitarias desarrollarán y ejecutarán los 
procesos de gestión del riesgo, entiéndase: Conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo de 
desastres, en el marco de sus competencias, su ámbito de actuación y su jurisdicción, como componentes 
del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres”. 
 
Además define el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres como el “conjunto de entidades 
públicas, privadas y comunitarias, de políticas, normas, procesos, recursos, planes, estrategias, 
instrumentos, mecanismos, así como la información atinente a la temática, que se aplica de manera 
organizada para garantizar la gestión del riesgo en el país” y tiene como objetivo general llevar a cabo el 
proceso social de la gestión del riesgo con el propósito de ofrecer protección a la población en el territorio 
colombiano, mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida y contribuir al desarrollo sostenible, y 
dentro de sus objetivos específicos se encuentra el desarrollo de actividades dirigidas al conocimiento del 
riesgo, a la reducción del riesgo y al manejo de los desastres, los cuales se definen así:   

 
Conocimiento del riesgo: Es el proceso de la gestión del riesgo compuesto por la identificación de 
escenarios de riesgo, el análisis y evaluación del riesgo, el monitoreo y seguimiento del riesgo y sus 
componentes y la comunicación para promover una mayor conciencia del mismo que alimenta los 
procesos de reducción del riesgo y de manejo de desastre. 
 
Reducción del riesgo: Es el proceso de la gestión del riesgo compuesto por la intervención dirigida 
a modificar o disminuir las condiciones de riesgo existentes, entiéndase: mitigación del riesgo, y a 
evitar nuevo riesgo en el territorio, entiéndase: prevención del riesgo. Son medidas de mitigación y 
prevención que se adoptan con antelación para reducir la amenaza, la exposición y disminuir la 
vulnerabilidad de las personas, los medios de subsistencia, los bienes, la infraestructura y los recursos 
ambientales, para evitar o minimizar los daños y pérdidas en caso de producirse los eventos físicos 
peligrosos. La reducción del riesgo la componen la intervención correctiva del riesgo existente, la 
intervención prospectiva de nuevo riesgo y la protección financiera. 
 
Manejo de desastres: Es el proceso de la gestión del riesgo compuesto por la preparación para la 
respuesta a emergencias, la preparación para la recuperación pos desastre, la ejecución de dicha 
respuesta y la ejecución de la respectiva recuperación, entiéndase: rehabilitación y recuperación.” 



 

 
Como objetivos específicos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de desastres - SNGRD, se 
tienen: 
 
“2. Desarrollar, mantener y garantizar el proceso de conocimiento del riesgo mediante acciones 
como: 
 
a). Identificación de escenarios de riesgo y su priorización para estudio con mayor detalle y generación 
de los recursos necesarios para su intervención. 
b). Identificación de los factores del riesgo, entiéndase: amenaza, exposición y vulnerabilidad, así 
como los factores subyacentes, sus orígenes, causas y transformación en el tiempo. 
c). Análisis y evaluación del riesgo incluyendo la estimación y dimensionamiento de sus posibles 
consecuencias. 
d). Monitoreo y seguimiento del riesgo y sus componentes. 
e). Comunicación del riesgo a las entidades públicas y privadas y a la población, con fines de 
información pública, percepción y toma de conciencia. 
 
2.2. Desarrollar y mantener el proceso de reducción del riesgo mediante acciones como: 
 
a). Intervención prospectiva mediante acciones de prevención que eviten la generación de nuevas 
condiciones de riesgo. 
b). Intervención correctiva mediante acciones de mitigación de las condiciones de riesgo existente. 
c). Protección financiera mediante instrumentos de retención y transferencia del riesgo. 
 
2.3. Desarrollar, mantener y garantizar el proceso de manejo de desastres mediante acciones como: 
 
a). Preparación para la respuesta frente a desastres mediante organización, sistemas de alerta, 
capacitación, equipamiento y entrenamiento, entre otros. 
b). Preparación para la recuperación, llámese: rehabilitación y reconstrucción. 
c). Respuesta frente a desastres con acciones dirigidas a atender la población afectada y restituir los 
servicios esenciales afectados. 
d). Recuperación, llámese: rehabilitación y reconstrucción de las condiciones socioeconómicas, 
ambientales y físicas, bajo criterios de seguridad y desarrollo sostenible, evitando reproducir 
situaciones de riesgo y generando mejores condiciones de vida.” (Negrilla fuera de texto) 
   

Ahora bien, para el cumplimiento de los objetivos antes descritos, la Gestión del Riesgo cuenta con 
principios específicos, entre los cuales se encuentran:  

 
2. Principio de protección: Los residentes en Colombia deben ser protegidos por las autoridades en 
su vida e integridad física y mental, en sus bienes y en sus derechos colectivos a la seguridad, la 
tranquilidad y la salubridad públicas y a gozar de un ambiente sano, frente a posibles desastres o 
fenómenos peligrosos que amenacen o infieran daño a los valores enunciados. 
 
7. Principio del interés público o social: En toda situación de riesgo o de desastre, el interés público 
o social prevalecerá sobre el interés particular. Los intereses locales, regionales, sectoriales y 
colectivos cederán frente al interés nacional, sin detrimento de los derechos fundamentales del 
individuo y, sin demérito, de la autonomía de las entidades territoriales. 
 
8. Principio de precaución: Cuando exista la posibilidad de daños graves o irreversibles a las vidas, 
a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones y a los ecosistemas como resultado de la 
materialización del riesgo en desastre, las autoridades y los particulares aplicarán el principio de 
precaución en virtud del cual la falta de certeza científica absoluta no será óbice para adoptar medidas 
encaminadas a prevenir, mitigar la situación de riesgo.  
 
7. Principio del interés público o social: En toda situación de riesgo o de desastre, el interés público 
o social prevalecerá sobre el interés particular. Los intereses locales, regionales, sectoriales y 



 

colectivos cederán frente al interés nacional, sin detrimento de los derechos fundamentales del 
individuo y, sin demérito, de la autonomía de las entidades territoriales. 
 
8.  Principio de precaución: Cuando exista la posibilidad de daños graves o irreversibles a las vidas, 
a los bienes y derechos de las personas, a las instituciones y a los ecosistemas como resultado de la 
materialización del riesgo en desastre, las autoridades y los particulares aplicarán el principio de 
precaución en virtud del cual la falta de certeza científica absoluta no será óbice para adoptar medidas 
encaminadas a prevenir, mitigar la situación de riesgo. 
 
10. Principio de gradualidad: La gestión del riesgo se despliega de manera continua, mediante 
procesos secuenciales en tiempos y alcances que se renuevan permanentemente. Dicha gestión 
continuada estará regida por los principios de gestión pública consagrados en el artículo 209 de la 
Constitución y debe entenderse a la luz del desarrollo político, histórico y socioeconómico de la 
sociedad que se beneficia. 
 
11. Principio sistémico: La política de gestión del riesgo se hará efectiva mediante un sistema 
administrativo de coordinación de actividades estatales y particulares. El sistema operará en modos 
de integración sectorial y territorial; garantizará la continuidad de los procesos, la interacción y 
enlazamiento de las actividades mediante bases de acción comunes y coordinación de competencias. 
Como sistema abierto, estructurado y organizado, exhibirá las calidades de interconexión, 
diferenciación, recursividad, control, sinergia y reiteración. 
 
12. Principio de coordinación: La coordinación de competencias es la actuación integrada de 
servicios tanto estatales como privados y comunitarios especializados y diferenciados, cuyas funciones 
tienen objetivos comunes para garantizar la armonía en el ejercicio de las funciones y el logro de los 
fines o cometidos del Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres. 
 
13. Principio de concurrencia: La concurrencia de competencias entre entidades nacionales y 
territoriales de los ámbitos público, privado y comunitario que constituyen el sistema nacional de 
gestión del riesgo de desastres, tiene lugar cuando la eficacia en los procesos, acciones y tareas se 
logre mediante la unión de esfuerzos y la colaboración no jerárquica entre las autoridades y entidades 
involucradas. La acción concurrente puede darse en beneficio de todas o de algunas de las entidades. 
El ejercicio concurrente de competencias exige el respeto de las atribuciones propias de las 
autoridades involucradas, el acuerdo expreso sobre las metas comunes y sobre los procesos y 
procedimientos para alcanzarlas. 
 
14. Principio de subsidiariedad: Se refiere al reconocimiento de la autonomía de las entidades 
territoriales para ejercer sus competencias. La subsidiariedad puede ser de dos tipos: la subsidiariedad 
negativa, cuando la autoridad territorial de rango superior se abstiene de intervenir el riesgo y su 
materialización en el ámbito de las autoridades de rango inferior, si estas tienen los medios para 
hacerlo. La subsidiariedad positiva, impone a las autoridades de rango superior, el deber de acudir en 
ayuda de las autoridades de rango inferior, cuando estas últimas, no tengan los medios para enfrentar 
el riesgo y su materialización en desastre o cuando esté en riesgo un valor, un interés o un bien jurídico 
protegido relevante para la autoridad superior que acude en ayuda de la entidad afectada.” 
 

También, para el cumplimiento de los objetivos y principios antes descritos, la Gestión del Riesgo cuenta 
con instrumentos, entre los cuales se encuentran: 

 
11. Gestión del riesgo: Es el proceso social de planeación, ejecución, seguimiento y evaluación de 
políticas y acciones permanentes para el conocimiento del riesgo y promoción de una mayor 
conciencia del mismo, impedir o evitar que se genere, reducirlo o controlarlo cuando ya existe y para 
prepararse y manejar las situaciones de desastre, así como para la posterior recuperación, entiéndase: 
rehabilitación y reconstrucción. Estas acciones tienen el propósito explícito de contribuir a la seguridad, 
el bienestar y calidad de vida de las personas y al desarrollo sostenible.  
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#209


 

13. Intervención correctiva: Proceso cuyo objetivo es reducir el nivel de riesgo existente en la 
sociedad a través de acciones de mitigación, en el sentido de disminuir o reducir las condiciones de 
amenaza, cuando sea posible, y la vulnerabilidad de los elementos expuestos. 
 
26. Seguridad territorial: La seguridad territorial se refiere a la sostenibilidad de las relaciones entre 
la dinámica de la naturaleza y la dinámica de las comunidades en un territorio en particular. Este 
concepto incluye las nociones de seguridad alimentaria, seguridad jurídica o institucional, seguridad 
económica, seguridad ecológica y seguridad social. 
 
27. Vulnerabilidad: Susceptibilidad o fragilidad física, económica, social, ambiental o institucional que 
tiene una comunidad de ser afectada o de sufrir efectos adversos en caso de que un evento físico 
peligroso se presente. Corresponde a la predisposición a sufrir pérdidas o daños de los seres humanos 
y sus medios de subsistencia, así como de sus sistemas físicos, sociales, económicos y de apoyo que 
pueden ser afectados por eventos físicos peligrosos. 

 
Por su parte la  Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres,  orienta sus esfuerzos para 
realizar acciones de respuesta, rehabilitación, reconstrucción, recuperación y mitigación desarrollando 
proyectos relacionados con intervenciones para la implementación de la gestión del riesgo de desastres 
de acuerdo a la Ley 1523 de 2012, con la finalidad de garantizar que no surjan nuevas situaciones de 
riesgo, coadyuvando  en  la atención, prevención de eventos que afecten las zonas expuestas y 
vulnerables a  posibles eventos peligrosos.  
 
Así mismo el artículo 14 de la Ley 1523 de 2012 dispone: “ARTÍCULO 14. LOS ALCALDES EN EL 
SISTEMA NACIONAL. Los alcaldes como jefes de la administración local representan al Sistema Nacional 
en el Distrito y el municipio. El alcalde, como conductor del desarrollo local, es el responsable directo de 
la implementación de los procesos de gestión del riesgo en el distrito o municipio, incluyendo el 
conocimiento y la reducción del riesgo y el manejo de desastres en el área de su jurisdicción.  
 
PARÁGRAFO. Los alcaldes y la administración municipal o distrital, deberán integrar en la planificación 
del desarrollo local, acciones estratégicas y prioritarias en materia de gestión del riesgo de desastres, 
especialmente, a través de los planes de ordenamiento territorial, de desarrollo municipal o distrital y 
demás instrumentos de gestión pública.”  
 
Conforme a lo establecido y señalado en el marco regulatorio de actuación y de responsabilidades que se 
ha adoptado en el país respecto de la gestión del riesgo, se ha determinado que la responsabilidad directa 
e inicial para la atención e implementación de la gestión del riesgo en el ámbito municipal, en cuanto a su 
conocimiento, su reducción y/o en cuanto al manejo de desastres, es de la Administración Municipal y que 
los alcaldes deben actuar como instancias de coordinación en su territorio, estando a cargo de las 
competencias de coordinación, concurrencia y subsidiariedad positiva en la gestión del riesgo respecto del 
municipio.  
 
Que por su parte el artículo 113 de la Constitución Política señala que: “Los diferentes órganos del Estado 
tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines”. Así mismo, 
el artículo 209, establece que: “(...). Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para 
el adecuado cumplimiento de los fines del Estado”.  
 
Que en concordancia con las competencias mencionadas y actuando conforme la política de gestión del 
riesgo de desastres y los principios que la orientan, el Municipio de Entrerríos, presentó ante la UNGRD 
un proyecto con el fin de obtener los recursos suficientes para realizar el proyecto con objeto: “AUNAR 
ESFUERZOS TÉCNICOS, ADMINISTRATIVOS, FINANCIEROS Y JURÍDICOS PARA LA 
CONSTRUCCIÓN SEGUNDA ETAPA DEL CENTRO DE GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO DE LA 
SUBREGIÓN NORTE DE ANTIOQUIA”. 
 
Que el proyecto formulado por el Municipio de Entrerríos, fue debidamente viabilizado por el Banco de 
Proyectos de la Subdirección de Reducción del Riesgo de la UNGRD y aprobado por parte del Ordenador 



 

del Gasto del FNGRD, por lo cual se suscribió el Convenio No. 9677-PPAL001-562-2023, con el fin de que 
se realice la ejecución de dicho proyecto. 
 
Que El municipio de Entrerríos cuenta con el Plan de Desarrollo 2020-2023 Entrerríos se Renueva por la 
Gente, el cual en su capítulo IV Ejes estratégicos del plan de desarrollo, cuenta con el eje estratégico 4.3. 
ENTRERRÍOS SE RENUEVA POR UN AMBIENTE SOSTENIBLE, Componente 3.2. CULTURA 
AMBIENTAL PARA EL CAMBIO CLIMÁTICO Y LA PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES, el cual 
cuenta con el Programa 2: PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE DESASTRES; donde se tiene como objetivo: 
Prevenir las ocasiones que generen riesgo o daño a nuestra comunidad, continuando siendo líderes y 
buscando integración entre el sector público – privado; y como indicador de producto: Cuerpo de Bomberos 
fortalecido. Que, con ocasión de dar cumplimiento al Plan de Desarrollo en el programa anteriormente 
mencionado, se tienen el proyecto para mejorar la infraestructura de atención de desastres, teniendo en 
cuenta que a pesar de que se cuenta con este espacio físico, solo se desarrolló una primera etapa, la cual 
actualmente presenta deficiencia de espacios para su correcto funcionamiento, que sirva a nivel local, 
departamental y nacional en la prevención y atención de emergencias cuando estas se presenten. 
 
Que el Municipio Entrerríos, se encuentra localizado en la subregión Norte del departamento de Antioquia 
el cual cuenta con Población Total 12285 habitantes distribuidos en la población urbana y rural, el cual 
limita por el norte con los municipios de Santa Rosa de Osos, por el este con Don Matías, por el sur con el 
municipio de San Pedro de los Milagros y por el oeste con Belmira.  
 
Que este Centro de Atención para la gestión integral del riesgo, apoyará las emergencias y capacitaciones 
en materia de Gestión del Riesgo que puedan darse y ocurrir en los municipios cercanos: Don Matías, 
Santa Rosa, San Pedro de los Milagros, Belmira y San José de la Montaña. 
 
Que en virtud de lo anteriormente expuesto y en deber del Alcalde municipal como conductor del Sistema 
Nacional en su nivel territorial el cual está investido de las competencias necesarias para conservar la 
seguridad, la tranquilidad y la salubridad en su jurisdicción;  la Administración Municipal de Entrerríos en 
terreno propio inició la construcción en el año 2014 de la primera etapa del Centro de gestión integral del 
riesgo–de la subregión norte de Antioquia, la cual fue cofinanciada y construida entre la Gobernación de 
Antioquia y la Administración Municipal. 
 
Que actualmente el proyecto de la primera etapa del Centro de Gestión Integral del Riesgo de la Subregión 
Norte de Antioquia cuenta con un área construida de 210 M2 y en el cual está incluidos: una bodega de 
herramientas, una bodega de equipos, una oficina de comando, una oficina de secretaría y guardia de 
servicio, una cocineta y una batería de baños, espacios que son insuficientes para el desarrollo de las 
actividades del cuerpo de bomberos voluntarios de Entrerríos – Antioquia y el Comité de Gestión del 
Riesgo del Municipio de Entrerríos, el cual esta para cubrir las necesidades que se presenten en el 
municipio y en la meseta norte del Departamento de Antioquia en lo relacionado con los temas de gestión 
del riesgo. 
 
Que de esta forma y bajo la presente necesidad el jefe de la administración tiene el deber de poner en 
marcha y mantener la continuidad de los procesos de gestión del riesgo de desastre en el Municipio, así 
como integrar en la planificación del desarrollo municipal, acciones estratégicas y prioritarias en materia 
de gestión del riesgo, por lo tanto y en aras de ampliar la infraestructura del Centro de Gestión Integral del 
Riesgo de la Subregión Norte de Antioquia, el municipio está adelantando proceso de licitación pública 
para la contratación de la construcción de la Segunda Etapa del Centro de Gestión Integral del Riesgo de 
la Subregión Norte de Antioquia, para así seleccionar el contratista que ejecutará dicha obra pública de 
gran importancia para la subregión norte. 
 
Que en dicho  Centro de Gestión Integral del Riesgo de la Subregión Norte de Antioquia se requiere contar 
con nuevos espacios, pues los vehículos se encuentran a la intemperie generando daños progresivos a 
los mismos, no se cuenta con un espacio para la sala de crisis, un salón para monitoreo, comunicaciones 
y manejo de emergencias, centro logístico, oficinas para la articulación de las entidades para el 
conocimiento del riesgo y la comunicación del riesgo, no se cuenta con espacios para almacenar, disponer 
y repartir ayudas, y en caso de emergencias que se postergan a varios días no se cuenta con un comedor 



 

debidamente acondicionados, al igual que los diferentes espacios para la ubicación de cuartos de equipos, 
herramientas, ambulancias, vehículos del personal de apoyo cumpliendo las normas establecidas para 
este tipo de infraestructura. 
 
Que la interventoría es el seguimiento técnico a la ejecución de contratos, realizado por una persona 
natural o jurídica contratada para ese fin por la Entidad Estatal en los siguientes casos: (i) cuando la ley 
ha establecido la obligación de contar con esta figura en determinados contratos, (ii) cuando el seguimiento 
del contrato requiera del conocimiento especializado en la materia objeto del mismo, o (iii) cuando la 
complejidad o la extensión del contrato lo justifique. 
 
Que cuando la Entidad Estatal lo encuentre justificado, puede determinar que la interventoría no sólo se 
refiera al seguimiento técnico, sino también a los aspectos administrativos, financieros, contables y/o 
jurídicos del contrato. 
 
Que el contrato de interventoría estará supervisado directamente por la Entidad Estatal, en consecuencia, 
siempre que una Entidad Estatal suscriba este tipo de contratos debe designar a un funcionario que haga 
la supervisión del contrato y que verifique su cumplimiento en las condiciones pactadas. 
 
Que la Entidad Estatal como responsable de la estructuración de sus Procesos de Contratación 
determinará el momento en el que es necesario contratar al interventor, quien, en todo caso, debe estar 
contratado para el momento de la ejecución del contrato objeto de interventoría, pues sólo de esta manera 
la Entidad Estatal puede garantizar el seguimiento del contrato, en la medida en que el interventor realiza 
funciones de vigilancia, control y verificación de la ejecución contractual. 
 
Que la interventoría es obligatoria en los contratos de obra pública que hubieran sido contratados a través 
de licitaciones públicas. Así las cosas, y con base en lo anterior, se hace necesario adelantar proceso de 
contratación mediante la modalidad de concurso de méritos, para contratar la interventoría técnica, 
administrativa, financiera, contable, legal y ambiental para la construcción de la segunda etapa del Centro 
de Gestión Integral del Riesgo de la subregión Norte de Antioquia, teniendo en cuenta que el mismo tiene 
como objeto desarrollar un contrato de obra, el cual se adelanta mediante la modalidad de licitación pública. 
 
Que logrando la construcción de esta segunda etapa se mejoraría los procesos de comunicación del riesgo 
y reducción del riesgo, además de la prevención, preparación, atención y recuperación de desastres en el 
municipio, la meseta norte y en todo el departamento de Antioquia. 
 

2. LA DESCRIPCIÓN DEL OBJETO A CONTRATAR, IDENTIFICADO CON EL TERCER/CUARTO 
NIVEL DEL CLASIFICADOR DE BIENES, CONDICIONES TÉCNICAS Y OBLIGACIONES DE 
LAS PARTES: 

 
2.1. Objeto: INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, CONTABLE, LEGAL Y 

AMBIENTAL PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA SEGUNDA ETAPA DEL CENTRO DE 
GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO DE LA SUBREGIÓN NORTE DE ANTIOQUIA. 

 
2.1.2. ALCANCE DEL OBJETO:  

 
EL ALCANCE CONSISTE EN LA INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, 
CONTABLE, LEGAL Y AMBIENTAL PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LA SEGUNDA ETAPA DEL 
CENTRO DE GESTIÓN INTEGRAL DEL RIESGO DE LA SUBREGIÓN NORTE DE ANTIOQUIA SEGUN 
CONVENIO INTERADMINISTRATIVO No. 9677-PPAL001-562-2023 CELEBRADO ENTRE EL FONDO 
NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES QUIEN ACTÚA A TRAVÉS DE 
FIDUPREVISORA S.A., EN CALIDAD DE VOCERA Y ADMINISTRADORA Y LA ALCALDÍA MUNICIPAL 
DE ENTRERRÍOS (ANTIOQUIA). 
 
La Interventoría realizará todas las actividades que sean necesarias enfocadas a mediar, prever 
oportunamente la ejecución de actividades dentro del cronograma pactado y la coordinación a tiempo entre 
la el Municipio de Entrerríos, contratista e interventoría para resolver inquietudes legales, administrativas, 



 

jurídicas, contables, financieras y técnicas que se pudieren derivar de la ejecución de las obras. Todos sus 
esfuerzos estarán encaminados hacia la buena ejecución del proyecto en calidad, tiempo y costos.  
 
En ningún momento las funciones de interventoría se encausarán a la residencia y dirección de obra cuya 
responsabilidad será del constructor. La interventoría debe estar en capacidad de resolver oportunamente 
las inquietudes de orden técnico, jurídico, contable, financiero y administrativo informando al Municipio de 
estos procedimientos. 
 
El contratista seleccionado deberá realizar la interventoría a los siguientes contratos de manera individual e 
independiente, por lo tanto deberá designar el recurso humano profesional exigido para vigilar la debida 
ejecución de cada uno de ellos teniendo en cuenta la dedicación hombre -mes, los informes, cuentas de 
cobro, bitácoras y demás documentos que deban producirse durante el contrato se deben hacer por cada 
proyecto de forma separada, en ningún caso se permitirá reunir, conjugar o agrupar. 
 

2.2. CLASIFICACION UNSPSC: 
 
El objeto contractual se enmarca dentro del siguiente código clasificador de bienes y servicios: 
 

CÓDIGO UNSPSC DESCRIPCIÓN 

77101500 Evaluación del impacto ambiental 

77101600 Planeación ambiental  

77101700 Servicios de asesoría ambiental 

80101500 Servicio de consultoría de negocios y administración corporativa 

80101600 Gerencia de proyectos 

80161500 Servicios de apoyo gerencial 

81101500 Ingeniería civil y arquitectura 

84111600 Servicios de auditoría 

 
2.3. CONDICIONES TÉCNICAS EXIGIDAS: 

 
2.3.1. CONDICIONES TÉCNICAS  

 
El Interventor deberá estudiar y analizar los diseños de cada uno de los proyectos, con sus respectivas 
especificaciones, verificando su alcance, para lo cual elaborará de manera obligatoria un informe 
preliminar, en conjunto con el contratista, en donde se reporten todas las observaciones encontradas en 
el paquete técnico (planos, especificaciones, cantidades de obra, presupuesto, análisis unitarios,) 
entregado por la por el Municipio. 
 
El interventor deberá solicitar oportunamente los ajustes o correcciones que sean necesarias y así mismo, 
deberá tener un conocimiento claro y preciso de cada una de las intervenciones de la obra, para evitar en 
las instalaciones, omisiones o posibles interferencias entre las mismas. Estudiar y analizar el contrato 
suscrito con el Municipio de Entrerríos para el desarrollo de la obra, con el fin de efectuar el debido control 
sobre su ejecución. 
 
El contratista seleccionado ejecutará las actividades de acuerdo a lo dispuesto por la entidad para realizar el 
seguimiento financiero, técnico, administrativo, legal y ambiental de la obra a contratar, según el alcance 
específico: 
 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, CONTABLE, LEGAL Y AMBIENTAL AL PROYECTO: 
"CONSTRUCCIÓN SEGUNDA ETAPA DEL CENTRO INTEGRAL DEL RIESGO DE LA SUBREGION NORTE DE 

ANTIOQUIA" 

  

CALCULO DEL VALOR TOTAL DE LA PROPUESTA DE INTERVENTORIA 

ITEM DESCRIPCION VALOR 



 

A 
COSTOS DE PERSONAL: Los cuales incluyan sueldos, cargos por concepto de seguridad 

social, entre otros (con base en el factor multiplicador) Ver cuadro anexo de COSTOS 
PERSONAL. 

$ 63.275.110 

B COSTOS DIRECTOS (Ver cuadro) $ 28.461.902 

C COSTO DEL PERSONAL + COSTOS DIRECTOS (A + B) $ 91.737.012 

  IVA (19%) 19% $ 17.430.032 

  COSTO TOTAL DE LA PROPUESTA DE INTERVENTORIA   $ 109.167.044 

  

A. CALCULO DE COSTOS DE PERSONAL 

ITEM 
DESCRIPCION 
CARGO/OFICIO 

UN CAN 
VALOR 

UNITARIO 
Total 

Dedicación 
(T) 

V/TOTAL 

1 
Director de 

Interventoría (1) 
Mes 7 $ 5.037.370  $ 35.261.588  10% $ 3.526.159  

2 
Residente (1) 

Obra 
Mes 6 $ 4.200.000  $ 25.200.000  100% $ 25.200.000  

  SUBTOTAL COSTOS DE PERSONAL $ 28.726.159  

  FACTOR MULTIPLICADOR (2) 2,20 

  VALOR TOTAL COSTOS DE PERSONAL (1) $ 63.275.110 

  

B. CALCULO DE COSTOS DIRECTOS 

 Nº     UNIDAD   CANTIDAD  
 COSTO 

UNITARIO  
 COSTO TOTAL  

1 
Arrendamientos para la interventoría y pagos 
de servicios 

MES 6 $ 1.771.086 $ 10.626.517 

2 Ensayos de Laboratorio MES 6 $ 959.306 $ 5.755.833 

3 transportes MES 6 $ 521.086 $ 3.126.517 

4 
Comunicaciones (telefonía fija y/o celular, 
fax,correo, internet, etc) 

MES 6 $ 871.086 $ 5.226.517 

5 
Edición de informes, papelería, reproducciòn 
de documentos, planos, fotografías, etc 

MES 6 $ 621.086 $ 3.726.517 

  TOTAL COSTOS DIRECTOS $ 28.461.902 

 
2.3.2. Técnico:  

 
La ejecución general de los servicios de consultoría deberá cumplir con estándares mínimos de calidad 
dados en los parámetros normativos y metodológicos definidos para cada uno de los documentos de 
manera particular. 
 
De acuerdo con el objeto a contratar, el servicio de consultoría requerido deberá cumplir con las 
especificaciones técnicas descritas en las obligaciones del pliego de condiciones del proceso de selección, 
con la calidad del servicio señaladas en el presupuesto, tiempos y cronogramas de ejecución. 
 

2.3.3. Plazo de ejecución:  



 

 
SIETE (7) MESES, contados a partir del inicio de ejecución en Secop II, una vez se hayan cumplido los 
requisitos de perfeccionamiento y ejecución del contrato. 
 
El término señalado podrá ser prorrogado previa comunicación escrita efectuada antes de la fecha de 
vencimiento y en cualquier caso suscribiendo el respectivo contrato modificatorio (OTROSI). Así mismo, 
las partes por mutuo acuerdo, en cualquier momento y por causa justificada, podrán dar por terminado 
anticipadamente este contrato. 
 
El contrato estará vigente desde la fecha de su perfeccionamiento hasta su liquidación y su plazo en todo 
caso será igual al del contrato intervenido, en consecuencia los contratos intervenidos se suspende 
también se suspenderá el de la interventoría y si se prorroga el plazo también se prorrogará el de la 
interventoría; cuando se suspenda uno de los contratos intervenidos se acudirá a la adición del plazo del 
contrato de consultoría en el evento que sea estrictamente necesario; en ningún caso la suspensión o 
prórroga del contrato de interventoría generará algún costo, sólo cuando exista adición del valor del 
contrato intervenido se realizará adición del valor del contrato de interventoría en el mismo porcentaje que 
representa la adición respecto de la obra o consultoría inicialmente contratada 
 

2.3.4. Lugar de ejecución:  
 
Municipio de Entrerríos, ubicado en el Departamento de Antioquia, a una distancia de 54.3 Km de Medellín. 
El objeto del contrato se desarrollará particularmente en urbana del municipio. 
 

2.3.5. Forma de pago:  
 

LA ENTIDAD pagará a la INTERVENTORIA de acuerdo al avance de la obra, es decir, se pagará a la 
interventoría el mismo porcentaje que se le cancela al contratista de la obra, el cual será igual al porcentaje 
que represente la obra recibida y certificados respecto del valor global del contrato de obra por ejecutar. 
 
La prórroga del plazo por sí misma no genera adición del valor contractual; los pagos se efectuarán, previa 
presentación de: i) las actas mensuales de recibo de entregables del contrato de obra debidamente 
aprobadas por EL CONTRATISTA y que deben corresponder al valor que resulte de multiplicar el valor de 
los entregables según los precios unitarios presentados por el contratista intervenido, ii) la respectiva 
cuenta de cobro y/o factura según corresponda, iii. La ENTIDAD cancelará al CONTRATISTA, teniendo 
en cuenta la disponibilidad de recursos dentro de los quince (15) días calendario siguientes a la radicación 
de los documentas exigidos, siempre y cuando no se presente glosas por parte de la ENTIDAD sobre el 
particular.  
 
El último pago del contrato se efectuará una vez el CONTRATISTA cumpla con los requisitos para la 
liquidación del contrato luego de efectuar los descuentos de los valores causados por concepto de 
corrección de defectos o para el pago de compromisos contractuales dejados de efectuar por el contratista.  
 
Para la realización de cada pago el contratista deberá acreditar que se encuentra al día en el pago de 
aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, de conformidad con el parágrafo 1º 
del artículo 23 de la Ley 1150 de 2007. 
 
En todo caso la forma de pago está supeditada a que el Municipio cuente con la disponibilidad fiscal 

suficiente para realizar el pago, la cual únicamente se dará cuando el FONDO NACIONAL DE GESTIÓN 

DEL RIESGO DE DESASTRES – FNGRD desembolse los recursos al Municipio. 

 
2.4. OBLIGACIONES DE LAS PARTES Y FUNCIONES GERENCIALES, ADMINISTRATIVAS, 

LEGALES, TÉCNICAS, FINANCIERAS DE LA INTERVENTORÍA 
 

2.4.1. Obligaciones del contratista 
 



 

1. Ejecutar el objeto contractual en los términos y condiciones establecidos en el Pliego, Adendas, 
estudio previo, contrato y demás documentos del proceso.  

2. Realizar la interventoría objeto del contrato de acuerdo con lo establecido en los documentos del 
proceso, así como en las normas técnicas establecidas; por lo cual queda bajo su responsabilidad 
el estudio y conocimiento de todas las normas técnicas que rigen la ejecución del objeto a contratar 
y del objeto de la obra sujeto a interventoría. 

3. Coordinar técnica y operativamente las acciones necesarias para desarrollar el objeto del contrato. 
4. Asumir y cancelar los costos que se generen por concepto de legalización, constitución de 

garantías y demás que se generen para el desarrollo del contrato. 
5. Pagar los impuestos, tasas, contribuciones, nacionales, departamentales o municipales a los que 

haya lugar en virtud de la legalización y ejecución del contrato. 
6. Asumir los riesgos establecidos en el proceso de selección. 
7. Realizar por escrito cualquier requerimiento, reclamación, sugerencia, comentario o demás que 

considere pertinente para la debida ejecución del objeto contractual, a la Entidad, a través del 
Supervisor del Contrato. 

8. Disponer lo necesario para que el objeto del contrato se cumpla a cabalidad y cumplir con las 
metas establecidas. 

9. Desarrollar el contrato de acuerdo al plazo, especificaciones y a los Lineamientos Técnicos 
establecidos. 

10. Asegurar la continuidad de las actividades y la garantía de los recursos físicos, humanos, 
tecnológicos, logísticos necesarios para el buen desarrollo y ejecución del contrato. 

11. Participar y apoyar al municipio Entrerríos en todas las reuniones a las que éste lo convoque 
relacionadas con la ejecución del contrato. 

12. Presentar durante la vigencia del contrato, las certificaciones en las que conste que se encuentran 
a paz y salvo en el pago de aportes de las obligaciones al sistema de salud (EPS), Fondo de 
Pensiones, Administradora de riesgos Laborales (ARL) y aportes parafiscales, así como la relación 
de los respectivos pagos del personal contratado para el desarrollo del objeto del presente 
contrato. 

13. Los demás que, de acuerdo con la Ley y la naturaleza del contrato, del Pliego de Condiciones y 
sus documentos integrantes impongan a la parte. 

 
De acuerdo con el objeto a contratar, estará a cargo del interventor las siguientes funciones y 
responsabilidades. 

 
2.4.2. FUNCIONES GERENCIALES DE LA INTERVENTORÍA 
 

• Planeación 

• Organización propia de la interventoría 

• Dirección  

• Control  

• Evaluación 

• Retroalimentación 
 

2.4.3. CONTROL DE LA INTERVENTORÍA EN EL CONTRATO 
 

2.4.3.1. Jurídico 
 

• En cuanto al alcance del proyecto: - obligaciones 

• Pagos 

• Fuerza mayor y caso fortuito 

• Otras circunstancias que afecten el alcance. 

• En cuanto al plazo: - Fecha de inicio del contrato 

• Fecha de terminación del contrato 

• También se debe ejercer este control en los amparos de la garantía del contrato de obra; en los 
subcontratos; en los contratos adicionales; en caso de suspensiones y reinicio. 



 

 
2.4.3.2. Laboral 

 

• En la contratación de personal del contratista 

• En la nómina y liquidaciones que realice el contratista 

• En los pagos parafiscales a los que está obligado el contratista 

• En caso de reclamaciones presentadas al contratista 

• En caso de accidentes o conflictos que se presenten con el contratista. 

 
2.4.3.3. Tributario 

 

• Pago de IVA 

• Pago del impuesto de seguridad 

• Pagos de estampillas municipales 

• Pago de rete fuente e ICA 

• Pago de otros impuestos, tasas o multas que tengan ocurrencia por el contrato de obra. 
 

2.4.3.4. En programas especiales 
 

• En salud ocupacional 

• En seguridad industrial 

• En gestión ambiental 

• En gestión social 

• Plan aseguramiento de calidad 
 
2.4.3.5. La Interventoría deberá minimizar los posibles riesgos teniendo en cuenta: 
 

• Lista de probables contingencias 

• Probabilidad de ocurrencia 

• Evaluación cuantitativa 

• Propuesta de solución 

• Impacto de solución: tiempo, dinero y recursos 

• Designación de responsables de las soluciones 

• Controles: monitoreo – cambios 
 
2.4.4. FUNCIONES ADMINISTRATIVAS Y LEGALES 

 
Se refiere a las actividades de tipo administrativo que asume la Interventoría del proyecto durante el 
desarrollo de éste, las cuales están orientadas al control y aprobación de la organización adecuada para 
lograr los objetivos propuestos, tales como: 
 

- Coordinar las relaciones entre los contratistas y la entidad. 
- Mantener comunicación permanente con la entidad sobre el estado de la obra y el desarrollo de 

los contratos, informando sobre las determinaciones tomadas y enviando copia de las 
comunicaciones dirigidas a los contratistas, que considere pertinentes. 

- Ejercer control sobre el cumplimiento de todas las obligaciones contractuales de los contratistas y 
realizar una vigilancia permanente sobres las actividades de campo que realice el contratista 
mientras dure la ejecución y realización de la obra  

- Suministro y administración de los recursos de personal y demás servicios necesarios para el buen 
funcionamiento de la interventoría. 

- Exigir al contratista las evidencias de la dedicación mensual de cada uno de los profesionales, 
tecnólogos propuestos y ofrecidos por el contratista en su propuesta económica 

- Controlar el personal a cargo de los contratistas, exigir el empleo de personal capacitado y solicitar 
los cambios que considere convenientes. 



 

- Practicar inspecciones completas y periódicas a la obra y realizar reuniones mensuales (comités) 
con el contratista y la entidad. 

- Realizar informes mensuales de avances de la obra; 
- Cumplir las instrucciones y órdenes que le imparta la entidad y responder por el cumplimiento de 

sus obligaciones. 
- Consignar en actas todos los convenios, acuerdos o pactos que sean necesarios y convenientes 

para la buena marcha de los trabajos. 
- Prestar efectiva colaboración a los miembros de la comisión evaluadora, de seguimiento y 

veeduría, que pertenezcan a la entidad suministrándoles la información que soliciten. 
- Vigilar el cumplimiento por parte del contratista en la afiliación a la seguridad social del personal 

que utiliza para la ejecución de los estudios. 

 
2.4.5. FUNCIONES TECNICAS DE LA INTERVENTORÍA 

 
Se refiere a las actividades que asume la Interventoría del Proyecto, durante su ejecución, tales como: 

 
- Análisis y aprobación del personal propuesto por el contratista y su correcta afiliación al Sistema 

de Seguridad Social con todos los componentes que ello implica para adelantar el objeto del 
contrato de consultoría y exigencia al mismo para que disponga de los elementos necesarios para 
la fecha de iniciación programada y así evitar retrasos en la programación. 

- Previamente a la iniciación del proyecto, la Interventoría del Proyecto deberá estar enterada 
completa y detalladamente de éste, de acuerdo a los pliegos de condiciones que se dispusieron 
para la selección del contratista del consultor, del contrato celebrado y de las demás normas y 
reglamentaciones aplicables en la ejecución del proyecto. 

- Revisión, corrección y optimización de los diseños definitivos, especificaciones técnicas de 
construcción, programación de las obras contratadas y sugerencia de modificaciones, en caso de 
ser necesarias. 

- Controlar el oportuno de todas las herramientas, equipos y demás elementos necesarios para el 
desarrollo del objeto del contrato y rechazar los que no cumplan las especificaciones técnicas o se 
encuentren defectuosos. 

- Inspeccionar y controlar los ensayos, las pruebas, las muestras, los ensayos de laboratorio y el 
cumplimiento de las especificaciones, rechazando los que no cumplan con las especificaciones 
técnicas exigidas. 

- Estudiar las sugerencias, reclamaciones y consultas del contratista sobre los aspectos técnicos, 
resolver oportunamente aquellas que fueren de su competencia y dar traslado de las que no le 
competen a la Secretaria de Planeación. 

- Efectuar oportunamente una revisión minuciosa de las productos entregado por el contratista de 
la obra, a fin de compararlas con las que están incluidas en los contratos y en caso de discrepancia, 
tramitar su corrección, complemento y optimización.  

- Ordenar la suspensión o la repetición de los trabajos que se ejecuten en forma indebida hasta 
tanto el contratista esté en condiciones de cumplir con las especificaciones previstas para su 
ejecución. 

- Dentro de los cinco últimos días de cada mes, coordinar la elaboración de las actas mensuales de 
los estudios realizados por el contratista y archivar las memorias y documentos que sirven de base 
para la elaboración de dichas actas, las que serán suscritas conjuntamente con el contratista y el 
supervisor designado por la entidad. 

- Someter oportunamente a consideración de la ENTIDAD, con la debida sustentación aspectos 
tales como, modificaciones al proyecto y a las especificaciones, señalando las razones técnicas 
del caso; sugerir cambios de los diseño; recomendaciones sobre la aplicación de multas; las 
prórrogas del plazo y ampliación del valor del contrato. 

- Dar visto bueno o rechazar las adiciones a la obra, emitir conceptos sobre estudios 
complementarios no previstos y los correspondientes precios propuestos por los contratistas, 
analizando su incidencia en el valor de los contratos. Los precios de los estudios extras serán 
aprobados por la ENTIDAD. 

- Revisar, aprobar y coordinar eficientemente los programas de ejecución de los diferentes trabajos 
adelantados por el contratista. 



 

- Evaluar el funcionamiento, calidad y cantidad del equipo disponible para la realización de los 
estudios, con lo requerido y estipulado en los documentos contractuales, así como exigir al 
contratista el cambio o adición del equipo necesario a su debido tiempo. 

- Controlar el avance de la obra de acuerdo con los programas y las recomendaciones de las 
especificaciones pactadas, efectuar las evaluaciones periódicas correspondientes, establecer los 
incumplimientos parciales o definitivos de los contratos y con la debida sustentación, solicitar la 
aplicación de las sanciones a que haya lugar. 

- Elaborar y suscribir con los contratistas y con la ENTIDAD las actas de liquidación para el recibo 
final de la obra. 

- Diligenciar la documentación para liquidar el contrato, de acuerdo con las normas vigentes. 
 
2.4.6. FUNCIONES FINANCIERAS - LEGALES 

 
Se refiere a las funciones de control de tipo contable y de gestión municipal que la Interventoría del 
Proyecto ejercerá sobre la inversión de las obras, tales como: 
 

- Controlar la inversión del anticipo entregado al contratista (en caso que lo hubiere), de tal forma, 
que esté de acuerdo con el programa de utilización aprobado. 

- Verificar y coordinar el cumplimiento en la colocación de los recursos financieros en las cantidades 
y oportunidad establecidas en el cronograma de inversión 

- Controlar las vigencias de las pólizas y solicitar su ampliación, si fuere el caso. 
- Dar visto bueno o rechazar las cuentas que presenten los contratistas para adelantar el trámite del 

pago correspondiente. 
- Vigilar que la ENTIDAD siempre esté amparado por la póliza única de cumplimiento con el contrato, 

la cual se mantendrán vigente durante su vida y liquidación y se ajustará a los límites, existencia y 
extensión de los riesgos amparados. 

- Durante los primeros tres (3) días de cada mes se deberá presentar a la ENTIDAD, la 
programación mensual de su trabajo y relacionar los costos de personal y gastos reembolsables 
presupuestados para el período siguiente. Estos programas y presupuestos deberán ser 
compatibles con la programación general de personal y gastos reembolsables de la Interventoría 
del Proyecto. 

- Realizar las gestiones necesarias para el cumplimiento de las condiciones suscritas en el contrato. 
- Elaborar las solicitudes de desembolso ante LA ENTIDAD, llevar un control de contratos y pagos 

efectuados y mantenerlos actualizados para ser entregados a la ENTIDAD en el momento en que 
se requiera. 

- Elaborar la contabilidad del proyecto. 
- Presentar informe mensual y el informe final a LA ENTIDAD, el cual deberá contener como mínimo, 

un balance detallado de costos del proyecto, contabilidad y recuento fotográfico del mismo. 
- La interventoría no podrá autorizar modificación alguna a los proyectos sin la autorización previa 

de la ENTIDAD. 
 
2.4.7. RESPONSABILIDADES DEL INTERVENTOR 

 
El Interventor responderá civil y penalmente en los términos señalados en la ley 1474 de 2011, tanto por 
el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la interventoría, como por los hechos u omisiones que le 
fueren imputables y que causen daño o perjuicio a la entidad derivadas de la celebración y ejecución del 
contrato, respecto del cual, haya ejercido funciones de Interventoría. 
 
El Interventor deberá elaborar informe sobre el desarrollo del Contrato, el avance de la obra, el control de 
trabajo, los problemas presentados en la ejecución de éstas y en general sobre todo aquello que de una u 
otra forma puedan estar relacionados con el desarrollo de esta. Incluyendo además el avance de la obra 
presentando el cronograma y el flujo de fondos donde señale lo referido, fotos de detalles y demás 
ejecuciones que requiera, igualmente deberá presentar un informe aparte del seguimiento y control de la 
obra, elaboración del Informe Final. 
 
2.5. PROCEDIMIENTO Y ASPECTOS A TENER EN CUENTA PARA EJERCER LA INTERVENTORÍA 



 

 
Corresponderá al Interventor controlar, exigir, y verificar la ejecución del proyecto, velando por los intereses 
de la entidad, atendiendo criterios de menor costo, menor tiempo y mayor calidad. 
 
Para el manejo técnico, administrativo y financiero de los contratos aplicará la organización, 
procedimientos y metodología que tenga prevista la entidad en el manual de supervisión e interventoría 
referentes al manejo, trámite y cumplimiento de las actividades durante la ejecución y liquidación de los 
Contratos. 

 
El Interventor constatará su legalización, verificará su amparo presupuestal, conocerá y accederá a los 
documentos inherentes a su realización y verificará la aprobación de las garantías que correspondan. 
 
2.6. ACTIVIDADES ADICIONALES NO PREVISTAS 

 
La entidad podrá ordenar, por escrito, la ejecución de las actividades adicionales no previstas por las partes 
siempre que las mismas resulten necesarias para el adecuado cumplimiento del objeto contractual y la 
debida atención de las finalidades de la contratación. 
 
El Interventor estará en la obligación de ejecutarlas aplicando los procedimientos establecidos para la 
ejecución de las actividades previstas. Las actividades adicionales sólo se ejecutarán previa suscripción 
del respectivo Contrato adicional y la ampliación o modificación de las garantías correspondientes a los 
costos establecidos en la propuesta económica inicialmente presentada por el Interventor. 
 
2.7. PROHIBICIÓN 
 
El Interventor no ejecutará actividades adicionales no previstas que generen mayor valor del Contrato sin 
el concepto previo y favorable del supervisor del contrato y la autorización escrita del gerente de la entidad 
 
2.8. INFORMES MENSUALES Y FINAL DE INTERVENTORÍA 
 
La Interventoría presentará a la entidad informes mensuales obligatorios y adicionalmente enviará un 
informe quincenal en el que se relacione los acontecimientos más importantes transcurridos durante la 
semana. De igual manera se realizarán comités cada mes con la participación del contratista e interventoría 
en donde la Interventoría expondrá mediante formato establecido el avance del proyecto. 
 
2.9. Obligaciones del Municipio 
 

1. Revisar y rechazar las Actas de Ejecución y solicitar las correcciones o modificaciones que 
considere pertinentes.  

2. Hacer uso de las cláusulas excepcionales del contrato.  
3. Hacer uso de la cláusula de imposición de multas, la cláusula penal o cualquier otro derecho 

consagrado al MUNICIPIO de manera legal o contractual.  
4. Proporcionar a EL CONTRATISTA los documentos e información necesaria para realizar las 

actividades objeto del presente contrato, siempre y cuando la misma se encuentre a su alcance y 
no le corresponda como obligación a EL CONTRATISTA.  

5. Efectuar los pagos, previo recibo a satisfacción de los productos por parte del supervisor del 
contrato y según desembolsos realizados por la Gobernación de Antioquia.  

6. Ejercer la supervisión del contrato a través del funcionario que se designe. 
7. Presentar a EL CONTRATISTA, los requerimientos, sugerencias y observaciones sobre el 

desarrollo del objeto, obligaciones y actividades previstas a fin de dar cabal cumplimiento a lo 
establecido en el contrato. 

8. Señalar en forma clara y expresa las pautas que debe seguir el contratista en sus actuaciones y 
los objetivos que debe perseguir. 

9. Dar respuesta oportuna a las solicitudes del contratista, definir las situaciones necesarias para la 
ejecución y adelantar los trámites a que haya lugar por su parte para garantizar la debida ejecución. 

10. Exigir la ejecución idónea y oportuna del objeto del contrato. 



 

11. Adelantar las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y 
garantías a que hubiere lugar. 

12. Adelantar las acciones necesarias para la eficiente ejecución del contrato. 
 
3. MODALIDAD DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA Y SU JUSTIFICACION. INCLUYENDO LOS 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
 

Tanto el presente Concurso de Méritos como el contrato que de él se derive, se regirá de manera general 
por las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública contenido en la 
Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Artículo 2.2.1.2.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015 
y demás Decretos reglamentarios; así como lo dispuesto en el PLIEGO DE CONDICIONES. Lo que no 
esté particularmente regulado en este documento, se regirá por las normas contractuales, civiles y 
comerciales colombianas vigentes, y las disposiciones del Código de Procedimiento Civil que le sean 
aplicables. 
 
La modalidad de selección es la señalada en el numeral 3 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, 
denominada CONCURSO DE MÉRITOS y es adoptada teniendo en cuenta que el contrato cuya 
celebración se pretende ejecutar es de consultoría de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del 
artículo 32 de la Ley 80 de 1993. De igual manera del Decreto 1082 de 2015 regula lo pertinente. 
(…) 
ARTÍCULO 32. DE LOS CONTRATOS ESTATALES. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente estatuto, previstos 
en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio de la autonomía de la 
voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación: 
 
Contrato de Consultoría. Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales referidas 
a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, pre 
factibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las asesorías técnicas de 
coordinación, control y supervisión. 
 
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de obra 
o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos. 
 
Ninguna orden del interventor de una obra podrá darse verbalmente. Es obligatorio para el interventor 
entregar por escrito sus órdenes o sugerencias y ellas deben enmarcarse dentro de los términos del 
respectivo contrato.  
(…) 
 
4. VALOR ESTIMADO DEL PROCESO Y LA JUSTIFICACIÓN DEL MISMO 
 
El municipio de Entrerríos tiene un presupuesto oficial de CIENTO NUEVE MILLONES CIENTO SESENTA 
Y SIETE MIL CUARENTA Y CUATRO PESOS M/C ($109.167.044), que incluye los impuestos, 
gravámenes y retenciones a que haya lugar. De acuerdo con el siguiente presupuesto. 
 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, CONTABLE, LEGAL Y AMBIENTAL AL 
PROYECTO: "CONSTRUCCIÓN SEGUNDA ETAPA DEL CENTRO INTEGRAL DEL RIESGO DE LA 

SUBREGION NORTE DE ANTIOQUIA" 

  

CALCULO DEL VALOR TOTAL DE LA PROPUESTA DE INTERVENTORIA 

ITEM DESCRIPCION VALOR 

A 
COSTOS DE PERSONAL: Los cuales incluyan sueldos, cargos por 

concepto de seguridad social, entre otros (con base en el factor 
multiplicador) Ver cuadro anexo de COSTOS PERSONAL. 

$ 63.275.110 



 

B COSTOS DIRECTOS (Ver cuadro) $ 28.461.902 

C COSTO DEL PERSONAL + COSTOS DIRECTOS (A + B) $ 91.737.012 

  IVA (19%) 19% $ 17.430.032 

  
COSTO TOTAL DE LA PROPUESTA DE 

INTERVENTORIA 
  $ 109.167.044 

  

A. CALCULO DE COSTOS DE PERSONAL 

ITEM 
DESCRIPCION 
CARGO/OFICIO 

UN CAN 
VALOR 

UNITARIO 
Total 

Dedicación 
(T) 

V/TOTAL 

1 
Director de 

Interventoría 
(1) 

Mes 7 $ 5.037.370  
$ 

35.261.588  
10% $ 3.526.159  

2 
Residente (1) 

Obra 
Mes 6 $ 4.200.000  

$ 
25.200.000  

100% $ 25.200.000  

  SUBTOTAL COSTOS DE PERSONAL $ 28.726.159  

  FACTOR MULTIPLICADOR (2) 2,20 

  VALOR TOTAL COSTOS DE PERSONAL (1) $ 63.275.110 

  

B. CALCULO DE COSTOS DIRECTOS 

 Nº     UNIDAD  
 

CANTIDAD  
 COSTO 

UNITARIO  
 COSTO TOTAL  

1 
Arrendamientos para la 
interventoría y pagos de 
servicios 

MES 6 $ 1.771.086 $ 10.626.517 

2 Ensayos de Laboratorio MES 6 $ 959.306 $ 5.755.833 

3 transportes MES 6 $ 521.086 $ 3.126.517 

4 
Comunicaciones (telefonía fija 
y/o celular, fax,correo, internet, 
etc) 

MES 6 $ 871.086 $ 5.226.517 

5 
Edición de informes, papelería, 
reproducciòn de documentos, 
planos, fotografías, etc 

MES 6 $ 621.086 $ 3.726.517 

  TOTAL COSTOS DIRECTOS $ 28.461.902 

 

INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, CONTABLE, LEGAL Y AMBIENTAL AL 
PROYECTO: "CONSTRUCCIÓN SEGUNDA ETAPA DEL CENTRO INTEGRAL DEL RIESGO DE LA 

SUBREGION NORTE DE ANTIOQUIA" 

CÁLCULO DEL FACTOR MULTIPLICADOR 

ITEM DESCRIPCION % 

A COSTO DIRECTO 160,16% 

1 Salario 100,00% 

      

2 Prestaciones Sociales 60,16% 



 

2,1 Prima anual 8,33% 

2,2 Vacaciones 4,17% 

2,3 Seguridad social 8,50% 

2,4 Fondo de Pensiones 12,00% 

2,5 Riesgos Profesionales  6,96% 

2,6 Aportes Parafiscales 9,00% 

2,7 Cesantías 10,00% 

2,8 Intereses a las Cesantías 1,20% 

      

B COSTOS INDIRECTOS 60,11% 

3 Gastos generales de administración 46,61% 

3,1 Dotación Obligatoria 24,01% 

3,2 Pólizas 1,00% 

3,3 Implementos de Seguridad Industrial 12,00% 

3,4 Exámenes de ingreso y egreso 9,60% 

   
4 Impuestos  13,50% 

4,1 Estampilla Procultura 2,00% 

4,2 Estampilla pro Hospital 1,00% 

4,3 Estampilla pro Adultos 4,00% 

4,4 Estampilla pro Deportes  1,50% 

4,5 Estampilla obra publica  5,00% 

   

 TOTAL Factor Multiplicador  2,20 

 
El municipio de Entrerríos pagará al Contratista el valor del Contrato con cargo al siguiente Certificado de 
Disponibilidad Presupuestal (CDP): 
 

Número CDP  Fecha Rubro Valor 

00593 02/08/2023 
2.3.2.02.02.005 – Construcción y Servicios de 

Construcción 
$1.756.522.363 

 
Teniendo en cuenta que la ejecución del presente contrato superará la presente vigencia, se hace 
necesario la autorización del Concejo Municipal para comprometer vigencias futuras, por lo cual se 
presentó el respectivo proyecto de Acuerdo, el cual fue debidamente aprobado mediante Acuerdo No. 013 
del 13 de septiembre de 2023 POR MEDIO DEL CUAL SE AUTORIZA AL ALCALDE MUNICIPAL DE 
ENTRERRÍOS – ANTIOQUIA, PARA COMPROMETER VIGENCIAS FUTURAS EXCEPCIONALES, CON 
EL FIN DE GARANTIZAR LA EJECUCIÓN DE PROYECTOS INCLUIDOS EN EL PLAN DE 
DESARROLLO MUNICIPAL 2020 – 2023 ENTRERRÍOS SE RENUEVA POR LA GENTE. 
 
El presupuesto sale a partir de la siguiente tabla de costos: 

Impuestos del contrato 

Se debe considerar que el contrato a ejecutarse, cuenta dentro del análisis de costos del mismo con los 

siguientes impuestos, retenciones y deducciones: 

 

• Estampilla pro Cultura: Equivalente al 2% del valor del contrato y de todas sus modificaciones, 
ampliaciones. 

• Estampilla pro Hospital: Equivalente al 1% del valor del contrato y de todas sus modificaciones, 
ampliaciones. 



 

• Estampilla pro Adulto Mayor: Equivalente al 4% del valor del contrato y de todas sus 
modificaciones, ampliaciones. 

• Tasa pro Deporte: Equivalente al 1.5% del valor del contrato y de todas sus modificaciones, 
ampliaciones. 

• Retención del 15% sobre el IVA facturado. 
 
Teniendo en cuenta que el futuro colaborador del Municipio realizará la interventoría y supervisión del 
contrato de obra, el municipio analizando las condiciones del mercado, las responsabilidades que se 
asignaran, el valor fue el resultado de cuantificar el personal requerido por el contratante para realizar la 
supervisión del contrato por el factor multiplicador planteado y los respectivos gastos reembolsable.  
 
El presupuesto asignado a esta contratación comprende todos los costos que pueda generar el objeto de 
la misma, por lo tanto, el proponente deberá proyectar todos los costos en que pudiere incurrir durante la 
ejecución del Contrato. 
 
5. CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MAS FAVORABLE 
 
REQUISITOS HABILITANTES: La Entidad Contratante debe verificar con el Registro Único de 
Proponentes el cumplimiento de los requisitos habilitantes. Esta verificación se hará de acuerdo con el 
Decreto 1082 de 2015 y el Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en Procesos de 
Contratación expedido por Colombia Compra Eficiente. 
 
De conformidad con el numeral 6.1 del artículo 6 de la Ley 1150 de 2007, solo en aquellos casos en que 
por las características del objeto a contratar se requiera la verificación de requisitos del Proponente 
adicionales a los contenidos en el RUP, la Entidad Estatal puede hacer tal verificación en forma directa. 
 
Los Proponentes extranjeros no obligados a tener RUP deben acreditar los requisitos habilitantes utilizando 
los formatos contenidos en el presente pliego. 
 
A. Capacidad Jurídica: En el presente proceso de Contratación pueden participar personas naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras; consorcios, uniones temporales o promesas de sociedad futura, cuyo         
objeto social esté relacionado con el objeto del contrato a celebrarse. La duración de esta asociación debe 
ser por lo menos por la vigencia del Contrato y cinco (5) años más. 
 
La Entidad Contratante también revisará que los Proponentes no se encuentren en causales de 
inhabilidad, incompatibilidad o conflictos de interés para celebrar o ejecutar el contrato. Para ello, revisará 
el boletín de responsables fiscales, el certificado de antecedentes disciplinarios, el certificado de 
antecedentes judiciales y el RUP para verificar que no haya sanciones inscritas, quienes tengan sanciones 
no podrán participar de dicho proceso. 

 
Las personas jurídicas extranjeras deben acreditar su existencia y representación legal con el documento 
idóneo expedido por la autoridad competente en el país de su domicilio no anterior  a tres (3) meses desde 
la fecha de presentación de la Oferta, en el cual conste su existencia,  fecha de constitución, objeto, 
duración, nombre representante legal, o nombre de la persona que tenga la capacidad de comprometerla 
jurídicamente y sus facultades, señalando expresamente que el representante no tiene limitaciones para 
contraer obligaciones en nombre de la misma, o aportando la autorización o documento correspondiente 
del órgano directo que lo faculta. 
 
Personas Naturales. Si el proponente es persona natural deberá presentar copia legible de la cédula de 
ciudadanía y tarjeta profesional de acuerdo con las profesiones requeridas. 
 
Personas Jurídicas. Si el proponente es persona jurídica deberá acreditar su existencia y representación 
legal con el Certificado de la Cámara de Comercio de su jurisdicción, expedido con una antelación no mayor 
a los sesenta (60) días calendario, previos a la fecha de presentación de la propuesta. Para poder 
Participar en el presente proceso, las personas jurídicas deberán haber sido Inscritas en la cámara de 
comercio, mínimo seis (6) años antes           de la fecha de cierre de la presente contratación. 



 

En dicho certificado deberán constar claramente las facultades del Gerente o del Representante Legal, el 
objeto social, el cual deberá comprender labores o actividades que tengan relación directa con el objeto 
del presente proceso de selección, y la duración de la sociedad, la cual debe ser, como mínimo, igual al 
plazo de ejecución del contrato y cinco (5) años más. Para el caso de Consorcios, Uniones Temporales u 
otras formas de asociación, esta exigencia aplica para cada uno de sus integrantes. 
 
Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre de la sociedad, deberá 
adjuntar el documento de autorización expresa del órgano social competente, otorgado con anterioridad 
a la fecha de presentación de la oferta. 
 
Consorcios, Uniones Temporales: Cuando la participación se haga por alguna de estas modalidades 
definidas en el artículo 7º de la Ley 80 de 1993, los proponentes indicarán si es a título de Consorcio, 
Unión Temporal o Sociedad, para el segundo caso, señalarán los términos y extensión de la participación 
en la propuesta y en la ejecución del contrato, los cuales no podrán ser modificados sin el consentimiento 
del municipio. 
 
Los miembros del Consorcio o de la Unión Temporal, deberán designar la persona que, para todos los 
efectos lo representará y señalarán las reglas básicas que regulen las relaciones entre ellos y su 
responsabilidad. La propuesta debe estar firmada por el representante del Consorcio o Unión Temporal. 

 
En los casos en que se conformen sociedades bajo cualquiera de las modalidades previstas en la Ley 80 
de 1993 con el único objeto de presentar una propuesta, celebrar y ejecutar un contrato estatal, la 
responsabilidad y sus efectos se regirán por las disposiciones previstas en      la Ley 80 de 1993 para los 
Consorcios En todo caso el consorcio o unión temporal no podrá estar integrado por más de dos (2) 
asociados, y ninguno de ellos podrá acreditar una participación inferior al veinte (20%) por ciento. 
 
Para consorcios o uniones temporales, donde incluyan personas jurídicas, ninguno de ellos podrá tener 
menos de seis (6) años de inscripción en cámara de comercio al momento del cierre del presente proceso. 

 
En los casos en que se conformen sociedades, bajo cualquiera de las modalidades previstas en la Ley 80 
de 1993, con el único objeto de presentar una propuesta, celebrar y ejecutar un contrato estatal, la 
responsabilidad y sus efectos se regirán por las disposiciones previstas en la Ley 80 de 1993 para los 
Consorcios. 
 

A. Documentos a verificar de orden legal:  
 

1. Carta de presentación de la Propuesta (Diligenciar el Formato Anexo). 

 
La carta de presentación de la propuesta deberá ser firmada por el representante legal del proponente, 
quien debe estar debidamente facultado, indicando el nombre, cargo y documento de identidad. En el caso 
de Consorcios, Uniones Temporales u otra forma asociativa, deberá estar firmada por el representante 
designado. 
 
El contenido de la carta de presentación, corresponderá con el texto del modelo que se anexa y hará 
presumir la aprobación, legalidad y conocimiento de todos los documentos que acompañan el Pliego de 
Condiciones. El contenido de este formato no debe ser modificado por el proponente. 
 
El proponente con la suscripción de la carta de presentación de la propuesta, deja expresa constancia de 
que estudió las especificaciones del proyecto objeto de la consultoría, su naturaleza y localización, y las 
condiciones, y los demás factores que puedan influir en el cálculo del valor de su propuesta y en la 
iniciación y correcto desarrollo de los trabajos. 
 
El hecho de que el Proponente no se familiarice debidamente con los detalles y condiciones del manejo 
general del proyecto, no le servirá de excusa válida para posteriores reclamaciones. 
 
Este requisito es indispensable y deberá hacer parte integral de la propuesta al momento de entregarla. 



 

 
2. Fotocopia de la Cédula de Ciudadanía 

 
Se debe aportar copia de la Cédula de Ciudadanía del proponente en caso de ser persona natural, o de 
su representante legal en caso de ser persona jurídica. 
 

3. Copia de la Tarjeta Profesional 
 
Para el presente proceso el proponente persona natural o representante legal de la empresa o quien abone 
la propuesta en nombre de la persona jurídica (Cuando el RL no sea profesional en las áreas requeridas), 
deberá acreditar la calidad de Ingeniero Civil o Arquitecto o Arquitecto Constructor con mínimo seis (6) 
años de experiencia general contados a partir de la expedición de la tarjeta profesional, mediante la 
presentación de la copia legible de la tarjeta de matrícula profesional y certificación de vigencia expedida 
por el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y sus Profesiones Auxiliares – COPNIA o por la entidad 
correspondiente según la profesión, vigente. 
 
Para el caso de Consorcios, Uniones Temporales u otra forma de asociación, cada uno de sus integrantes 
deberá presentar su respectiva documentación. 
 

4. Certificado de Existencia y Representación Legal y/o Certificado de Registro Mercantil 
 
Si el proponente es persona jurídica deberá acreditar su existencia y representación legal con la copia del 
Certificado de la Cámara de Comercio de su jurisdicción, expedido con una antelación no mayor a los 
sesenta (60) días calendario, previos a la fecha de presentación de la propuesta. En dicho certificado 
deberán constar claramente las facultades del Gerente o del Representante Legal, el objeto social, el cual 
deberá comprender labores o actividades directamente relacionados con el objeto del presente 
Concurso de Méritos y la duración de la sociedad, la cual debe ser, como mínimo, igual al plazo de 
ejecución y liquidación del contrato y, cinco (5) años más. 
 
Si el representante legal tiene restricciones para contraer obligaciones en nombre de la sociedad, deberá 
adjuntar el documento de autorización expresa del órgano social competente, otorgado con anterioridad a 
la fecha de presentación de la oferta. 
 
En caso de persona natural que ejerza su actividad económica a través de establecimiento de comercio 
deberá presentar Certificado de Registro Mercantil del Establecimiento de Comercio, expedido por la 
Cámara de Comercio respectiva dentro de los sesenta (60) días calendario anteriores al cierre de la 
convocatoria. Su actividad económica debe tener relación directa con el objeto a contratar.  
 
Para el caso de Consorcios, Uniones Temporales u otra forma de asociación, cada uno de sus integrantes 
deberá presentar su respectivo certificado. 
 

5. Abono de la propuesta  
 
Si el proponente es persona jurídica y quien suscribe la carta de presentación de la propuesta no es un 
profesional de las áreas requeridas para personas naturales, deberá presentar la propuesta abonada por 
un Ingeniero Civil o Arquitecto o Arquitecto Constructor con mínimo seis (6) años de experiencia general 
contados a partir de la expedición de la tarjeta profesional, debidamente matriculado, para lo cual se 
adjuntará copia legible de la tarjeta de matrícula del profesional respectivo y certificación de vigencia 
expedida por el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería y sus profesiones auxiliares’-COPNIA, o por 
la entidad correspondiente según la  profesión, vigente.  
 

6. Garantía de Seriedad de la oferta.  
 
El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 
parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 



 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada será susceptible de aclaración por el 
Proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la 
garantía no es subsanable y se rechazará la oferta. 

Las características de las garantías son las siguientes:  

Característica Condición 

Clase 

Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 

2015, a saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio 

autónomo y (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 

beneficiario 

Municipio de Entrerríos, identificado con NIT 890.982.068-2. 
FONDO NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES – FNGRD  con 

NIT 900.978.341-9 

Amparos 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos 

señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación.  

Valor Asegurado Diez por ciento (10%) del Presupuesto Oficial del Proceso de Selección.   

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón 

social y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no solo 

con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad 

podrá denominarse de esa manera. 

• Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los 

integrantes del Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar claramente 

los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para 

todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

 
Si en desarrollo del Proceso de selección se modifica el cronograma, el Proponente deberá ampliar la 
vigencia de la Garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los 
requisitos de ejecución del respectivo contrato. 
La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de 

la oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el Proponente no podrá 

retirar, ni modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva 

la garantía de seriedad de la oferta. 

7. Certificado de Antecedentes disciplinarios (Procuraduría) 
 
Debe disponerse del certificado de antecedentes disciplinarios con una fecha de antelación no superior a 
un (1) mes, contado a partir de la fecha de entrega de documentos habilitantes, consultando la página 
www.procuraduria.gov.co. 
 
Igual requisito deberá acreditar el representante legal y todos los socios de las personas jurídicas 
consorcios o uniones temporales con excepción de las sociedades anónimas abiertas. 
 

8. Certificado de Responsabilidad fiscal (Contraloría). 
 
Quien aspira a contratar con el Municipio no podrá estar reportado en el Boletín de Responsables Fiscales, 
como consecuencia debe disponerse de la constancia de la Contraloría que dé cuenta de dicha situación. 
Si el proponente es persona jurídica debe aportar el de la empresa y el del representante legal. 
 
Si la oferta es presentada por un consorcio o unión temporal, cada uno de sus miembros deberá presentar 
de manera independiente la anterior certificación (vigente) y los documentos que acrediten la cancelación 
de las obligaciones contraídas o la vigencia de un acuerdo de pagos. Para obtener dicha constancia deberá 

http://www.procuraduria.gov.co/


 

consultar la página www.contraloriagen.gov.co. 
 

9. Autorización de la Junta o Asamblea de Socios 
 
Cuando el Representante Legal de la persona jurídica tenga restricciones para contraer obligaciones en 
nombre de la misma, en razón a la cuantía u otra, deberá adjuntar el documento de autorización expresa 
del órgano societario competente donde se acredite su autorización para participar en la Convocatoria por 
Concurso de Méritos, firmar la propuesta y suscribir el contrato en el evento de ser seleccionado. 
 
La autorización deberá expedirse con fecha anterior al cierre de la convocatoria, sin superar treinta (30) 
días calendario y su vigencia no debe ser inferior al plazo de la ejecución del contrato y seis (6) meses 
más, salvo que se trate de una autorización general de la Junta. 
 
La anterior observación también es válida para los miembros del Consorcio, Unión Temporal u otra forma 
asociativa. 
 

10. Documento de conformación de Uniones Temporales, Consorcios u otras formas 
asociativas (Diligenciar Formato) 

 

El documento de conformación de Proponentes Plurales debe:  

A. Acreditar la existencia del Proponente Plural y clasificarlo de forma clara en Unión Temporal o 
Consorcio. En este documento los integrantes deben expresar claramente su intención de 
conformar el Proponente Plural. En el caso en que no exista claridad sobre el tipo de asociación 
se solicitará aclaración. Los Proponentes deberán incluir como mínimo la información requerida. 
Los Proponentes podrán incluir información adicional que no contradiga lo dispuesto en los 
Documentos del Proceso. 
 

B. Acreditar el nombramiento de un representante y un suplente cuya intervención deberá quedar 
definida en Formato 2 – Conformación de Proponente plural (Formato 2A- Consorcios) (Formato 
2B- UT), de todas las personas naturales y/o jurídicas asociadas, con facultades suficientes para 
la representación sin limitaciones de todos y cada uno de los integrantes, en todos los aspectos 
que se requieran para la presentación de la oferta, para la suscripción y ejecución del contrato, así 
como también la facultad para firmar el acta de terminación y liquidación. 

 
C. Aportar fotocopia de la cédula de ciudadanía del representante principal y suplente de la estructura 

plural. 
 

D. Acreditar que la vigencia de la estructura plural no sea inferior a la del plazo del contrato y un año 
adicional. Para efectos de la evaluación, este plazo será contado a partir de la fecha del cierre del 
Proceso de Contratación.  

 
E. Para la conformación de consorcios o uniones temporal no podrá estar integrado por más de dos 

(2) asociados, y ninguno de ellos podrá acreditar una participación inferior al veinte (20%) por 
ciento. 

 
F. El Proponente Plural debe señalar expresamente cuál es el porcentaje de participación de cada 

uno de sus miembros. La sumatoria del porcentaje de participación no podrá ser diferente al 100%. 
 

G. En la etapa contractual, no podrán ser modificados los porcentajes de participación sin el 
consentimiento previo de la Entidad.  

 
H. En todo caso, los asociados deben cumplir con los requerimientos de capacidad jurídica 

establecidos, según sea persona natural o jurídica. 
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Dicho documento debe estar firmado por todos y cada uno de los integrantes del Proponente Plural y en 
el caso del integrante persona jurídica, por el Representante Legal de dicha persona, o por el apoderado 
de cualquiera de los anteriores. 

11. Registro Único Tributario (RUT) Actualizado 
 
Deberá presentarse con la propuesta fotocopia del Registro Único Tributario –RUT expedido por la 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales –DIAN -.  
 
Para el caso de Consorcios, Uniones Temporales u otras formas asociativas deberá presentarse el RUT 
de cada uno de sus integrantes, sin perjuicio de que saliendo favorecidos, de acuerdo con la normatividad 
vigente, deban obtener RUT a nombre de la forma asociativa. 
 

12. Certificación del pago de parafiscales y aportes a la seguridad social de los empleados 
(Diligenciar formato) 

 

PERSONAS JURÍDICAS 

El Proponente persona jurídica debe presentar el Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales 
suscrito por el Revisor Fiscal, de acuerdo con los requerimientos de ley o por el Representante Legal, bajo 
la gravedad del juramento, cuando no se requiera Revisor Fiscal, en el que conste el pago de los aportes 
de sus empleados a los sistemas de salud, riesgos profesionales, pensiones y aportes a las Cajas de 
Compensación Familiar, al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, al Servicio Nacional de Aprendizaje 
y  al Fondo Nacional de Formación Profesional para la Industria de Construcción, cuando a ello haya lugar. 

Las Entidades no podrán exigir las planillas de pago. Bastará el certificado suscrito por el Revisor Fiscal, 
en los casos requeridos por la Ley, o por el Representante Legal que así lo acredite. 

Cuando la persona jurídica está exonerada en los términos previstos en el artículo 65 de la Ley 1819 de 
2016 debe indicarlo en el Formato 6 – Pagos de seguridad social y aportes legales.  

Esta misma previsión aplica para las personas jurídicas extranjeras con domicilio o sucursal en Colombia 
las cuales deberán acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia. 

PERSONAS NATURALES  

El Proponente persona natural deberá acreditar la afiliación a los sistemas de seguridad social en salud y 
pensiones aportando los certificados de afiliación respectivos. El Proponente podrá acreditar la afiliación 
entregando el certificado de pago de planilla, pero no será obligatoria su presentación.   

Los certificados de afiliación se deben presentar con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días 
calendario, anteriores a la fecha del cierre del Proceso de Contratación. En caso de modificarse la fecha 
de cierre del proceso, se tendrá como referencia para establecer el plazo de vigencia de los certificados 
de afiliación la fecha originalmente establecida en el Pliego de Condiciones definitivo. 

La persona natural que reúna los requisitos para acceder a la pensión de vejez, o se pensione por invalidez 
o anticipadamente, presentará el certificado que lo acredite y, además la afiliación al sistema de salud. 

Esta misma previsión aplica para las personas naturales extranjeras con domicilio en Colombia las cuales 
deberán acreditar este requisito respecto del personal vinculado en Colombia.  

PROPONENTES PLURALES  

Cada uno de los integrantes del Proponente Plural debe suscribir por separado la declaración de la que 
tratan los anteriores numerales. 

13. Declaración de Inhabilidades e Incompatibilidades 



 

 
El proponente deberá presentar certificado suscrito por la persona natural, o en caso de persona jurídica 
por su representante legal en donde manifiesten que no se encuentran dentro del régimen de inhabilidades 
e incompatibilidades.  
 
El futuro oferente deberá revisar antes, además, declara bajo juramento que se entiende prestado con la 
presentación de la propuesta, no hallarse incurso en ninguna de las siguientes causales: 
 
(a)  Las personas que se hallen inhabilitadas para contratar por la Constitución y las leyes. 
(b)  Quienes participaron en las licitaciones o celebraron los contratos de que trata el literal anterior 

estando inhabilitados. Esta inhabilidad se extenderá por el término de 5 años a partir de la 
participación en la Invitación. 

(c)  Quienes dieron lugar a la declaratoria de caducidad. Esta inhabilidad se extenderá por el término de 
5 años contados a partir de la fecha de declaratoria del acto de caducidad.  

(d)  Quienes han sido condenados por sentencia judicial a la pena accesoria de interdicción de derechos 
y funciones públicas y quienes hayan sido sancionados disciplinariamente con destitución. Esta 
inhabilidad se extenderá por el término de 5 años contados a partir de la ejecutoria de la sentencia 
que impuso la pena. 

(e)  Quienes sin justa causa se abstengan de suscribir el contrato estatal adjudicado. Esta inhabilidad 
se extenderá por el término de 5 años a partir de la fecha en que expiró el plazo para la firma.  

(f)  Los servidores públicos. 
(g)  Quienes sean cónyuges o compañeros permanentes y quienes se encuentren dentro del segundo 

grado de consanguinidad o segundo de afinidad con cualquier otra persona que formalmente haya 
presentado propuesta para una misma Invitación o concurso. 

(h)  Las sociedades distintas de las anónimas abiertas, en las cuales el representante legal o cualquiera 
de sus socios tenga parentesco en segundo grado de consanguinidad o segundo de afinidad con el 
representante legal o con cualquiera de los socios de una sociedad que formalmente haya 
presentado Manual para determinar y verificar los requisitos habilitantes en los Procesos de 
Contratación propuesta, para una misma Invitación o concurso. 

(i)  Los socios de sociedades de personas a las cuales se haya declarado la caducidad, así como las 
sociedades de personas de las que aquellos formen parte con posterioridad a dicha declaratoria. 
Esta inhabilidad se extenderá por el término de 5 años contados a partir de la fecha de declaratoria 
del acto de caducidad. 

(j)  Las personas naturales que hayan sido declaradas responsables judicialmente por la comisión de 
delitos contra la Administración Pública cuya pena sea privativa de la libertad, o soborno 
transnacional, con excepción de delitos culposos. Esta inhabilidad se extenderá a las sociedades 
de que sean socias tales personas, sus matrices y subordinadas, con excepción de las sociedades 
anónimas abiertas y se extiende por un término de 20 años. 

(k)  Las personas que hayan financiado campañas políticas a la Presidencia de la República, a las 
gobernaciones o a las alcaldías con aportes superiores al 2,5% de las sumas máximas a invertir por 
los candidatos en las campañas electorales en cada circunscripción electoral, respecto de las 
Entidades Estatales, incluyendo las descentralizadas del respectivo nivel administrativo, para el cual 
fue elegido el candidato y respecto de los contratos distintos al de prestación de servicios 
profesionales. Esta inhabilidad es por el período para el cual el candidato fue elegido y opera 
también para las personas que se encuentren dentro del segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad, o primero civil de la persona que ha financiado la campaña política. Esta 
inhabilidad comprende también a las sociedades existentes o que llegaren a constituirse distintas 
de las anónimas abiertas, en las cuales el representante legal o cualquiera de sus socios hayan 
financiado directamente o por interpuesta persona campañas políticas a la Presidencia de la 
República, a las gobernaciones y las alcaldías.  

(l)  Quienes fueron servidores públicos en cargos de nivel directivo y las sociedades a las cuales están 
vinculados durante un término de 2 años contados a partir del retiro del cargo cuando el objeto que 
desarrollan tiene relación con el sector al cual prestaron sus servicios. Esta inhabilidad se extiende 
a las personas que están dentro del primer grado de consanguinidad, primero de afinidad, o primero 
civil de quien fue servidor público.  

(m)  El interventor que incumpla el deber de entregar información a la Entidad Estatal relacionada con el 



 

incumplimiento del contrato, con hechos o circunstancias que puedan constituir actos de corrupción 
tipificados como conductas punibles, o que puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento del 
contrato. Esta inhabilidad se extenderá por un término de cinco (5) años, contados a partir de la 
ejecutoria del acto administrativo que así lo declare, previa la actuación administrativa 
correspondiente.  

(n)  El contratista que incurra en una de las siguientes conductas:(i) haber sido objeto de imposición de 
5 multas o más durante la ejecución de uno o varios contratos, durante una misma vigencia fiscal 
con una o varias Entidades Estatales; (ii) haber sido objeto de declaratorias de incumplimiento 
contractual en por lo menos 2 contratos durante una misma vigencia fiscal, con una o varias 
Entidades Estatales; (iii) haber sido objeto de imposición de 2 multas y 1 incumplimiento durante 
una misma vigencia fiscal, con una o varias Entidades Estatales. La inhabilidad será por 3 años, 
contados a partir de la inscripción de la última multa o incumplimiento en el RUP, de acuerdo con la 
información remitida por las Entidades Estatales. Manual para determinar y verificar los requisitos 
habilitantes en los Procesos de Contratación. 

 
Por otra parte, el artículo 8 de la Ley 80 de 1993 señala que no podrán participar en licitaciones o concursos 
ni celebrar contratos estatales con la Entidad Estatal respectiva: 
 
(a)  Quienes fueron miembros de la junta o consejo directivo o servidores públicos de la Entidad Estatal 

contratante. Esta incompatibilidad sólo comprende a quienes desempeñaron funciones en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo y se extiende por el término de un (1) año, contado a partir de 
la fecha del retiro. 

(b)  Las personas que tengan vínculos de parentesco, hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o primero civil con los servidores públicos de los niveles directivos, asesor, 
ejecutivo o con los miembros de la junta o consejo directivo, o con las personas que ejerzan el 
control interno o fiscal de la entidad contratante. 

(c)  El cónyuge, compañero o compañera permanente del servidor público en los niveles directivo, 
asesor, ejecutivo, o de un miembro de la junta o consejo directivo, o de quien ejerza funciones de 
control interno o de control fiscal. 

(d)  Las corporaciones, asociaciones, fundaciones y las sociedades anónimas que no tengan el carácter 
de abiertas, así como las sociedades de responsabilidad limitada y las demás sociedades de 
personas en las que el servidor público en los niveles directivo, asesor o ejecutivo, o el miembro de 
la junta o consejo directivo, o el cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes hasta 
el segundo grado de consanguinidad, afinidad o civil de cualquiera de ellos, tenga participación o 
desempeñen cargos de dirección o manejo. Esta causal de incompatibilidad no aplica cuando por 
disposición legal o estatutaria el servidor público en los niveles referidos debe desempeñar en ellas 
cargos de dirección o manejo. 

(e)  Los miembros de las juntas o consejos directivos. Esta incompatibilidad sólo se predica respecto de 
la entidad a la cual prestan sus servicios y de las del sector administrativo al que la misma esté 
adscrita o vinculada. 

(f)  Directa o indirectamente las personas que hayan ejercido cargos en el nivel directivo en Entidades 
Estatales y las sociedades en las cuales estos hagan parte o estén vinculados a cualquier título, 
durante los dos (2) años siguientes al retiro del ejercicio del cargo público, cuando el objeto que 
desarrollen tenga relación con el sector al cual prestaron sus servicios. 

 
Esta incompatibilidad también opera para las personas que se encuentren dentro del primer grado de 
consanguinidad, primero de afinidad, o primero civil del ex empleado público. 
 

14. Declaración Juramentada de Multas o Sanciones (Diligenciar formato) 
 
Como consecuencia de las acciones u omisiones que se les impute a los proponentes, en relación con su 
actuación contractual y sin perjuicio de las sanciones e inhabilidades señaladas en la Constitución Política, 
se harán acreedores a las sanciones previstas en el Artículo 58 de la Ley 80 de 1993, en concordancia 
con los artículos 52, 55 y 56 de la misma. 
 
El proponente deberá indicar en su propuesta si le han impuesto algún tipo de sanción en relación con su 



 

actuación contractual durante los cinco (5) años anteriores a la fecha de cierre del presente proceso, 
señalando el acto administrativo debidamente ejecutoriado. 
 
Si el proponente no lo indica, se entenderá que no se le han impuesto sanciones. 
 
El proponente, bajo la gravedad de juramento deberá certificar sobre la existencia (si o no) de multas y/o 
sanciones de que haya sido objeto, por incumplimiento de sus obligaciones contractuales, frente a 
entidades públicas o privadas cualquiera que sea su denominación, en los últimos cinco (5) años contados 
con anterioridad a la fecha prevista de la entrega de propuestas. 
 

15. Registro Único de Proponentes (RUP) 
 
Todas las personas naturales o jurídicas individuales o en alguna de las formas asociativas que deseen 
participar en el presente concurso de méritos abiertos, deberán estar inscritos, calificados y clasificados 
en el Registro Único de Proponentes (RUP) de la Cámara de Comercio de su jurisdicción. 
 
Este deberá expedirse por la Cámara de Comercio correspondiente, y cuya fecha de expedición no sea 
superior a sesenta (60) días, antes de la fecha de cierre del concurso de méritos abiertos; este deberá 
estar vigente y en firme para dicha fecha de acuerdo con lo previsto en el Decreto 1082 de 2015, además 
deberá estar actualizado conforme lo requerido en el Decreto 399 de 2021. 
 
Las personas naturales extranjeras sin domicilio en el país y las personas jurídicas privadas extranjeras 
que no tengan establecida sucursal en Colombia, deberán aportar el documento que acredite la inscripción 
en el registro correspondiente en el país en donde tienen su domicilio principal o en su defecto en el RUP 
de la Cámara de Comercio de Colombia, de acuerdo con las reglas establecidas en el numeral 22.4 del 
artículo 22 de la ley 80 de 1993. 
 

16. Fotocopia certificada de antecedentes judiciales y de medidas correctivas  
 
La Entidad verificará, como parte de la evaluación jurídica, que el proponente no tenga antecedentes 
judiciales o de medidas correctivas. La verificación de dichos antecedentes y medias correctivas, habilita 
a los proponentes participantes. 
 

17. Certificado REDAM 
 
Certificado expedido por el REDAM (registro de deudores alimentarios morosos) contemplado en la Ley 
2097, del proponente persona natural o del representante legal de la empresa o proponente plural, no 
mayor a 30 días. 
 

18. Fotocopia de libreta militar del oferente (hombre) menor de 50 años. en tratándose de 
persona natural 

 
En caso de hombre menor de 50 años deberá aportarse copia de la libreta militar, en caso de persona 
jurídica se deberá aportar la del representante legal.  
 

19. Paz y salvo municipal 

Documento expedido por la Secretaría de Hacienda del Municipio de Entrerríos donde se acredite estar a 
paz y salvo con la entidad.  
 
ACLARACIÓN: El PAZ Y SALVO municipal se puede solicitar a través del correo electrónico: 
tesoreria@entrerrios-antioquia.gov.co, adjuntando el RUT actualizado a la solicitud, o a través del teléfono 
6048670411 extensión 104. 
 

20. Certificado bancario  
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El proponente deberá presentar certificado bancario de la cuenta corriente o de ahorros que se encuentre 
a nombre del proponente. c 
 

21. Compromiso anticorrupción  
 
El proponente deberá adjuntar el formato correspondiente, debidamente diligenciado y suscrito por el 
proponente, su representante legal o apoderado o por el representante de la forma asociativa. 

22. Hoja de vida  

De acuerdo con el formato establecido por la Oficina de la Función Pública de Colombia. 

23. Propuesta técnica y económica 
 
El proponente deberá presentar una propuesta técnica y económica que garantice la adecuada ejecución 
de la interventoría de la obra planteados en el alcance del objeto contractual; para tal efecto el proponente 
para la presentación de su propuesta, la metodología de pago de honorarios profesionales y factor 
multiplicador, debiendo señalar para cada estudio los profesionales y personal a utilizar, dedicación, tiempo, 
salario y factor multiplicador, así como los gastos reembolsables si los hubiere, lo anterior para tener 
coherencia con el modelo utilizado por el Municipio para llegar al valor final de los presentes estudios, 
insumo necesario al momento de revisar la propuesta económica del oferente elegido. 
 
El proponente al elaborar su propuesta deberá garantizar la participación de los siguientes profesionales: 
 

✓ Director de Interventoría (10% de dedicación) 
✓ Residente de interventoría (100% de dedicación) 

B. CONDICIONES DE EXPERIENCIA  

 
Condiciones de experiencia del equipo profesional:  
 
El consultor deberá contar con el equipo requerido para adelantar las actividades descritas en el anexo 
técnico, igualmente, el Consultor contará con el personal exigido necesario para el desarrollo de las 
obligaciones encomendadas por la Entidad, por lo que, la distribución del citado recurso debe ser 
consistente con el programa que el INTERVENTOR O SUPERVISOR le apruebe al consultor. En todo 
caso para participar en el proceso de selección objetiva deberá cumplir necesariamente con los perfiles 
requeridos.  
 
En consecuencia, el proponente deberá aportar el Anexo respectivo con las respectivas hojas de vida, 
actas de grado de profesionales, matriculas o tarjetas profesionales acompañados de la respectiva 
vigencia y antecedentes disciplinarios, según aplique, con fecha de expedición no mayor a 30 días, carta 
de compromiso firmada, certificaciones de experiencia. La entidad se reserva el derecho de verificar esta 
información con los contratantes en donde el grupo de trabajo fungió en los cargos acreditados para este 
proceso.  
 
A continuación, se relaciona el equipo mínimo de trabajo requerido, con los perfiles profesionales exigidos. 
Dicho equipo es un requisito habilitante. Se requiere que el oferente presente en su propuesta la 
documentación requerida del equipo de trabajo solicitado, diligenciando el anexo. 
 

PROFESIONAL PROFESION CANTIDAD EXPERIENCIA 

DIRECTOR DE 
INTERVENTORIA 

INGENIERO CIVIL 1 

Experiencia General: deberá acreditar mínimo 
doce (12) años de experiencia contados a partir 
de la expedición de la matricula profesional. 



 

Experiencia Específica: deberá acreditar seis (6) 
años de experiencia como especialista en áreas 
afines a la ingeniería civil o administración pública.  

RESIDENTE DE 
INTERVENTORIA 

INGENIERO CIVIL 1 

Experiencia General: deberá acreditar mínimo 
diez (10) años de experiencia contados a partir de 
la expedición de la matricula profesional  
Experiencia Específica: deberá acreditar 
experiencia como director o residente en mínimo 
cuatro (4) contratos de interventoría de obra civil, 
cada uno con cuantía igual o superior a una (1) 
vez el presupuesto oficial expresado en SMMLV. 

 
La experiencia profesional se contará a partir de la Matricula Profesional expedida por su respectivo 
consejo conforme lo dispone la ley que rija su profesión. 
 
Las hojas de vida presentadas deberán allegarse con la siguiente documentación: 
 

• Hoja de vida 

• Copia de la tarjeta profesional (para las profesiones que así lo requieran) Certificado de vigencia de 
la tarjeta profesional (vigente) Certificaciones de estudio (copia del diploma o acta de grado) 
Certificaciones laborales (para acreditar la experiencia profesional). 

• El proponente deberá contar con el consentimiento del personal profesional propuesto, para lo 
cual deberá adjuntar a la hoja de vida la carta de intención suscrita en original por el profesional. 

• Demás documentación que permita valorar el cumplimiento de los perfiles aquí solicitados. 
 

En caso que la certificación aportada para acreditar la experiencia del equipo profesional, tenga fecha de 
expedición anterior a la fecha de terminación del contrato que está siendo certificado, se tomará para 
efecto de valorar la experiencia la fecha de expedición de la certificación aportada y no el tiempo que falte 
por ejecutar del contrato. 
 
Condiciones de experiencia del proponente 
 
El oferente deberá presentar utilizando el esquema incluido como Anexo en su propuesta, un cuadro 
resumen de su experiencia.  El Proponente debe acreditar su experiencia con certificados, o actas de 
liquidación o terminación, experiencia que deberá estar inscrita en el RUP. Los contratos que el Proponente 
acredite como experiencia deben identificarse y señalarse claramente en el RUP con resaltador o con 
cualquier tipo de marca que permita su visualización rápidamente. 
 
Si el contrato presentado fue ejecutado en consorcio o unión temporal solo se tendrá en cuenta las 
cantidades y cuantías ponderadas por el porcentaje de participación que haya tenido el proponente en el 
contrato acreditado.  
 
EXPERIENCIA GENERAL DEL PROPONENTE: 
 
Será hábil la propuesta que cumpla con los siguientes requisitos: El proponente deberá acreditar 
experiencia en tres (3) contratos inscritos en el RUP terminados y liquidados, contratos de interventoría 
de obra civil, cada uno de ellos deberá ser superior al presupuesto oficial expresado en SMMLV y la 
sumatoria de los mismos deberá ser igual o superior a cinco (5) veces el presupuesto oficial y cada uno 
deberá estar inscrito con todos los siguientes códigos:  
 

CÓDIGO UNSPSC DESCRIPCIÓN 

80101600 Gerencia de proyectos 

77101500 Evaluación del impacto ambiental 

77101600 Planeación ambiental  

81101500 Ingeniería Civil y Arquitectura 



 

72101500 Servicio de apoyo a la construcción 

 
En caso de consorcios y uniones temporales cada uno de los integrantes deberá acreditar la experiencia 
general solicitada de manera independiente. 
 
Nota: Es importante tener en cuenta que la experiencia especifica es distinta a la experiencia    general, por 
lo que no se podrá usar el mismo contrato o certificado para efectos de cumplir en una u otras, por lo tanto, 
el proponente debe indicar claramente en el anexo resumen de experiencia cuáles de los certificados 
validan la experiencia general y cuales para la específica. 
 
En caso de consorcios y uniones temporales cada uno de los integrantes deberá acreditar la experiencia 
general solicitada de manera independiente. 
 
EXPERIENCIA ESPECIFICA DEL PROPONENTE: 
 
Se deberá acreditar experiencia en un (1) contrato terminado y liquidado, que tengan por objeto la 
Interventoría técnica, administrativa, financiera, contable, legal y ambiental de la Construcción de una 
edificación de uso público con un área construida superior a 1000 m2 el cual debe estar inscrito en el RUP 
y deberá encontrarse clasificado en todos los siguientes códigos: 
 

CÓDIGO UNSPSC DESCRIPCIÓN 

80101600 Gerencia de proyectos 

77101500 Evaluación del impacto ambiental 

77101600 Planeación ambiental  

77101700 Servicios de asesoría ambiental 

77101800 Auditoría ambiental 

81101500 Ingeniería Civil y Arquitectura 

72101500 Servicio de apoyo a la construcción 

   
Adicional a esto, deberá certificar la interventoría de las siguientes actividades: 
 
Excavaciones: 500 m3 
 
Llenos: 100 m3 
 
Acero de refuerzo: 20.000 kg 
 
Acero Estructural: 4.000 kg 
Concretos Fundaciones: 50 m3 
 
Losas: 500 m2 
 
En caso de consorcios y uniones temporales cada uno de los integrantes deberá acreditar la experiencia 
específica solicitada de manera independiente. 
 
Nota: Es importante tener en cuenta que la experiencia especifica es distinta a la experiencia    general, por 
lo que no se podrá usar el mismo contrato o certificado para efectos de cumplir en una u otras, por lo tanto, 
el proponente debe indicar claramente en el anexo resumen de experiencia cuáles de los certificados 
validan la experiencia general y cuales para la específica. 
 

DOCUMENTOS VÁLIDOS PARA LA ACREDITACIÓN DE LA EXPERIENCIA REQUERIDA 

En aquellos casos en que por las características del objeto a contratar se requiera verificar información 
adicional a la contenida en el RUP, el Proponente podrá aportar uno o algunos de los documentos que se 
establecen a continuación para que la Entidad realice la verificación en forma directa. Los mismos deberán 



 

estar debidamente diligenciados y suscritos por el contratante. En caso de existir discrepancias entre dos 
(2) o más documentos aportados por el Proponente para la acreditación de experiencia, se tendrá en 
cuenta el orden de prevalencia establecido a continuación: 

A. Acta de Liquidación 

B. Acta de entrega, terminación, final o de recibo definitivo.  

C. Certificación de experiencia. Expedida con posterioridad a la fecha de terminación del contrato en 
la que conste el recibo a satisfacción del contrato debidamente suscrita por quien esté en 
capacidad u obligación de hacerlo. 

D. Acta de inicio o la orden de inicio. La misma sólo será válida para efectos de acreditar la fecha de 
inicio. 
 

E. Para los contratos que hayan sido objeto de cesión, el contrato deberá encontrarse debidamente 
inscrito y clasificado en el RUP o en uno o alguno de los documentos considerados como válidos 
para la acreditación de experiencia de la empresa cesionaria, según aplique. La experiencia se 
admitirá para el cesionario y no se reconocerá experiencia alguna al cedente. 

 
EXCEPCIÓN: 

 
No se exigirá el registro de los contratos en el RUP, a las personas naturales extranjeras sin domicilio en el 
país o personas jurídicas extranjeras que no tengan establecida sucursal en Colombia. En consecuencia, 
la verificación de la experiencia se realizará de los certificados aportados. 
 
Toda la información económica de los contratos, requerida en el Formulario anexo, deberá ser presentada 
en moneda legal colombiana; para el caso de contratos ejecutados en una moneda diferente a ésta, se 
deberá seguir el procedimiento establecido teniendo como fecha de referencia la fecha de terminación de 
los contratos. 

 
C. CAPACIDAD FINANCIERA 

 

Para la verificación de los indicadores financieros solicitados, los proponentes deberán aportar el Registro 
Único de Proponentes (RUP) en vigente y en firme. 

 

En caso de ser oferente plural (consorcio, unión temporal), cada uno de sus integrantes deberá aportar el 
documento anteriormente descrito. 

 

La Entidad evaluará los siguientes indicadores de conformidad con lo establecido en el Decreto 399 del 
13 de abril de 2021 es decir se tomará el mejor año fiscal para efectos de verificar su capacidad financiera, 
y de acuerdo con lo reportado en el RUP así: 

 
Índice de Liquidez (IL). 
 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 
IL = Activo Corriente / Pasivo Corriente 
 
El interesado deberá presentar un Índice de Liquidez igual o superior 8. 
 
Índice de Endeudamiento (IE). 
 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 



 

IE = Pasivo Total / Activo Total 
 
El interesado deberá presentar un Índice de Endeudamiento menor o igual 0,20. 
 
Razón de cobertura de Intereses (RCI). 
 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 
RCI = Utilidad Operacional / Gastos de Intereses 
 
El interesado deberá presentar una Razón de cobertura de intereses igual o superior a 0,30 o 
Indeterminado 
 
Capital de Trabajo (CT). 
 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 
CT = Activo corriente – Pasivo corriente 
 
El interesado deberá presentar un Capital de Trabajo mayor o igual a 3 veces el presupuesto oficial. 
 

Para el indicador de razón de cobertura de intereses, los Oferentes cuyos gastos de intereses sean cero 
(0), no podrán calcular el indicador de razón de cobertura de intereses. En este caso el Oferente cumple 
el indicador, salvo que su utilidad operacional sea negativa o pérdida, caso en el cual no cumple con dicho 
indicador. 

 
En caso de ser oferente plural (consorcio, unión temporal), cada uno de sus integrantes deberá acreditar 
la capacidad financiera de manera individual.  

El Proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez. El Proponente 
que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de intereses, siempre y 
cuando la utilidad operacional sea igual o mayor a cero (0). 
 
Toda vez que el cálculo del indicador de liquidez y del indicador de razón de cobertura de interés puede 
dar una indeterminación (división por cero), si se materializa la hipótesis anterior y el proponente se 
presenta: a) A título individual, se considera que “cumple”, b) En alguna de las formas asociativas 
permitidas por la ley donde el cálculo de los indicadores de todos los integrantes es indeterminado, se 
considera que “cumple” y c) En las formas asociativas permitidas por la ley donde el cálculo de los 
indicadores de todos los integrantes no es indeterminado, en este caso entre el(los) integrante(s) a(los) 
cual(es) se le(s) pueda calcular el(los) indicador(es) respectivo(s) deberán acreditar tal(es) indicador(es) 
teniendo en cuenta que para este caso en particular el indicador de la forma asociativa se obtendrá del 
promedio de los indicadores del(los) integrante(s) a(los) cual(es) se le(s) pueda calcular el(los) 
indicador(es) respectivo(s). 
 
Sin perjuicio de lo anterior, ni el proponente individual ni ninguno de los integrantes de las formas 
asociativas permitidas por la ley podrá(n) acreditar un indicador de razón de cobertura de intereses menor 
que cero (0), so pena de considerar la propuesta como “no cumple” la capacidad financiera. 
 

D. C A P A C I D A D  ORGANIZACIONAL   
 
 
Los Proponentes deben acreditar los siguientes indicadores de capacidad organizacional, con base en la 
información contenida en el certificado del RUP. 
 

La Entidad evaluará los siguientes indicadores de conformidad con lo establecido en el Decreto 399 del 
13 de abril de 2021 es decir se tomará el mejor año fiscal para efectos de verificar su capacidad 



 

organizacional, y de acuerdo con lo reportado en el RUP así: 
 
Rentabilidad sobre el Patrimonio (RP) 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 
RP = Utilidad/pérdida operacional / Patrimonio. 
 
El interesado deberá presentar una Rentabilidad sobre el Patrimonio Mayor o igual a 0,30 
 
Rentabilidad del Activo (RA) 
Se calcula con la siguiente fórmula: 
 
RA = Utilidad/pérdida operacional / Activo Total. 
 
El interesado deberá presentar una Rentabilidad del Activo Mayor o igual a 0,25 
 
En caso de ser oferente plural (consorcio, unión temporal), cada uno de sus integrantes deberá acreditar 
la capacidad financiera de manera individual.  

Sin perjuicio de lo anterior, ni el proponente individual ni alguno de los integrantes de las formas asociativas 
permitidas por la ley podrá(n) acreditar un indicador de rentabilidad sobre el patrimonio y/o rentabilidad 
sobre activos menor que cero so pena de considerar la propuesta como “no cumple” la capacidad 
organizacional. 
 
La evaluación financiera y organizacional de las propuestas se efectuará a partir de la información 
contenida en el RUP vigente y en firme de acuerdo con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, para 
personas jurídicas constituidas en el año en que se adelanta el Proceso de Contratación, la evaluación 
financiera y organizacional de las propuestas, se efectuará a partir de la información contenida en el 
Registro Único de Proponentes (RUP) vigente y en firme. Las personas jurídicas extranjeras con sucursal 
en Colombia deberán justificar y acreditar que la legislación propia del país de origen establece una fecha 
de corte diferente a la prevista en este pliego. 

Los Proponentes extranjeros sin domicilio o sucursal en Colombia no están obligados a tener RUP y por 
tanto la verificación de esta información procederá en los términos definidos a continuación:  

• personas naturales o jurídicas extranjeras sin domicilio o sucursal en Colombia:  

Los Proponentes extranjeros deberán presentar la siguiente información financiera de conformidad con la 
legislación propia del país de origen. Los valores deben: (i) presentarse en pesos colombianos; (ii) 
convertirse a la tasa de cambio de la fecha de corte de los mismos, y (iii) estar avalados con la firma de 
quien se encuentre en obligación de hacerlo de acuerdo con la normativa del país de origen.  

D. El estado de situación financiera (balance general) y estado de resultado integral (estado de 
resultados), acompañados por el informe de auditoría (si aplica de acuerdo con la legislación de 
origen) con traducción simple al castellano de acuerdo con las normas NIIF.  
 

E. Copia de la tarjeta profesional del Contador Público o Revisor Fiscal y certificado de antecedentes 
disciplinarios vigente expedido por la Junta Central de Contadores de quien realiza la conversión. 
 

F. El formato correspondiente diligenciado. En caso de presentarse discrepancias entre la 
información consignada en el formato y los documentos señalados en el Literal A, prevalecerá la 
información consignada en los estados financieros incluidos en la oferta.  

 
La fecha de corte de los documentos señalados en el Literal A será a 31 de diciembre de 2022, 
acompañado del Informe de Auditoría salvo que se acredite en debida forma que la legislación propia del 
país de origen establece una fecha de corte diferente a la prevista en este Pliego. 



 

Si alguno de estos requerimientos no aplica en el país del domicilio del Proponente extranjero, el 
Representante Legal o el apoderado en Colombia deberán hacerlo constar bajo la gravedad de juramento 
en el formato correspondiente. El Proponente podrá acreditar este requisito con un documento que así lo 
certifique emitido por una firma de auditoría externa. 

Si los valores de los Estados Financieros están expresados originalmente en una moneda diferente a US$, 
estos deberán convertirse a pesos. 

El Municipio de Entrerríos se reserva la facultad de solicitar información adicional, con el fin de verificar 
y/o aclarar los datos reportados en los certificados requeridos. 
 
VERIFICACIÓN DE REQUISITOS HABILITANTES: 
 
Se considerarán habilitadas aquellas propuestas que cumplan todos los requisitos habilitantes 
establecidos en este pliego de condiciones, así: 
 
 

REQUISITO CALIFICACIÓN 
De Orden Legal y capacidad jurídica  Cumple / No 
De Orden experiencia  Cumple / No 
De Orden Financiero y organizacional   Cumple / No 

 
 
El proponente que no cumpla en todos los requisitos habilitantes, no continuará en el proceso de selección. 
 
 
6. EVALUACIÓN DE LA OFERTA 
 
El Municipio de Entrerríos, debe evaluar únicamente las Ofertas de los Proponentes que hayan acreditado 
los requisitos habilitantes de que trata la sección VI. 
 
El Municipio de Entrerríos asignará el siguiente puntaje: 
 

Criterio de Evaluación Puntaje 

Experiencia del Proponente 485 

Idoneidad técnica 400 

Estímulo a la industria Nacional 
Colombiana 

100 

Personal con discapacidad 10 

Puntaje adicional decreto 1860 de 2021 5 

Total 1000 

 
A. Experiencia del Proponente (485 puntos)  

 
Se calificará así: el proponente que acredite experiencia en contratos de interventoría de obra civil, se 
otorgará el puntaje según el número de contratos así:  
 

Desde Hasta Puntos 

1 3 150 

4 6 300 

7 En adelante 485 



 

 
El proponente deberá relacionar en el anexo correspondiente aquellos contratos con los que pretende 
acreditar las condiciones exigidas y los cuales deben estar debidamente inscritos en el RUP. 

En caso de consorcio, unión temporal, promesa de sociedad futura, cada uno de los integrantes 
deberá aportar como mínimo un certificado y se tendrán en cuenta certificados en los que hayan 
participado como integrantes de un consorcio o unión temporal. 

Nota: para el presente criterio se podrán aportar los contratos acreditados en la experiencia general o 
específica habilitante. 
 

B. Idoneidad técnica - Equipo profesional (400 puntos)  
 

PROFESIONAL PROFESION EXPERIENCIA 

DIRECTOR DE 
INTERVENTORIA 

Si presenta diploma de 
posgrado en 

ADMINISTRACION O 
GESTION PUBLICA 

MUNICIPAL  
 

Se otorgarán 100 puntos 

Si acredita mínimo seis (06) años como director de 
interventoría en contratos de obra civil o seis (06) años en 
ejercicio en entidades oficiales como secretario de despacho 
o profesional de nivel ejecutivo o directivo que haya 
desempeñado actividades de planeación y supervisión de 
contratos  
 
Se otorgará 150 puntos 

RESIDENTE DE 
INTERVENTORIA 

INGENIERO CIVIL 

Si acredita experiencia como director o residente en 1 
contrato de interventoría para una construcción de una 
edificación pública, con cuantía igual o superior al 
presupuesto oficial expresado en SMMLV. 
 
Se otorgarán 150 puntos 

 
Nota. Será válida la experiencia habilitante aportada por los profesionales para acreditar criterios de 
puntaje.  
 

C. Estímulo a la industria Nacional Colombiana (100 PUNTOS) 
 

De conformidad con lo consagrado en el artículo 2 de la Ley 816 de 2003, se asignará el respectivo puntaje 
a los Proponentes que acrediten, mediante certificación suscrita por el representante legal, que su 
propuesta oferta bienes y servicios de origen nacional. Para el efecto, se tendrá en cuenta lo establecido 
en el Decreto 1082 de 2015 que señalan lo relacionado con bienes y servicios de origen nacional.  
 
De igual manera, conforme con lo establecido en el Parágrafo del artículo 51 del Decreto-Ley 19 de 2012, 
se otorgará tratamiento de bien o de servicio de origen nacional a aquellos bienes o servicios originarios 
de los países con los que Colombia ha negociado trato nacional en materia de compras estatales y de 
aquellos países en los cuales a las ofertas de bienes y servicios colombianos se les conceda el mismo 
tratamiento otorgado a sus bienes y servicios nacionales.  
 
El puntaje se asignará de acuerdo con el siguiente procedimiento: 
  

1) Cuando la propuesta válida oferte bienes o servicios nacionales, en lo referente al objeto de este 
proceso de selección, se le asignarán 100 puntos.  

 
2) Cuando la propuesta válida oferte bienes o servicios extranjeros, se asignarán 100 puntos, si 

incorpora componente colombiano de bienes y servicios profesionales, técnicos y operativos en 
un porcentaje del 50% del total requerido. 

 
Por porcentajes inferiores a los señalados en los numerales anteriores se asignará cero (0) puntos por 



 

este criterio.  
 

D. Incentivos en procesos de contratación en favor de proponentes con personas en condición 
de discapacidad (10 puntos) 

 
Dando cumplimento al Decreto No. 392 de 2018, se asignará puntaje a los proponentes que demuestren 
contar con trabajadores en condición de discapacidad.  
 
El decreto señala que en los procesos de licitaciones públicas y concursos de méritos, las entidades 
estatales deberán otorgar el uno por ciento (1%) del total de los puntos establecidos en el pliego de 
condiciones, a los proponentes que acrediten la vinculación de trabajadores con discapacidad en su planta 
de personal, de acuerdo con los siguientes requisitos: 
  
1. La persona natural, el representante legal de la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, 

certificará el número total de trabajadores vinculados a la planta de personal del proponente o sus 
integrantes a la fecha de cierre del proceso de selección. 
 

2. Acreditar el número mínimo de personas con discapacidad en su planta de personal, de conformidad 
con lo señalado en el certificado expedido por el Ministerio de Trabajo, el cual deberá estar vigente a 
la fecha de cierre del proceso de selección. Verificados los anteriores requisitos, se asignará el 1% del 
total del puntaje (10 puntos) a quienes acrediten el número mínimo de trabajadores con discapacidad, 
señalados a continuación: 
 

 
 
Parágrafo. Para efectos de lo señalado en el presente artículo, si la oferta es presentada por un consorcio, 
unión temporal o promesa de sociedad futura, se tendrá en cuenta la planta de personal del integrante del 
proponente plural que aporte como mínimo el cuarenta por ciento (40%) de la experiencia requerida para 
la respectiva contratación.  
 
El Contratista adjudicatario se debe comprometer a mantener en su planta de personal el número de 
trabajadores con discapacidad que dio lugar a la obtención del puntaje adicional de la oferta. El contratista 
deberá aportar a la Entidad la documentación que así lo demuestre.  
 
Esta verificación se hará con el certificado que para el efecto expide el Ministerio de Trabajo y la Entidad 
verificará la vigencia de dicha certificación, de conformidad con la normativa aplicable.  
 
En caso de que la vigencia del certificado emitido por el Ministerio del trabajo haya expirado durante la 
declaratoria de la emergencia, el mismo se entenderá prorrogado hasta un mes más contado a partir de la 
superación de la emergencia sanitaria, de conformidad con el decreto 491 de 2020 artículo 8, es de anotar 
que no se aceptara el documento que haya expirado en fechas anteriores y que no se haya solicitado su 
renovación. 
 

E. PUNTAJE ADICIONAL DECRETO 1860 DE 2021 (5/1000 PUNTOS) 
 
De acuerdo con el Decreto 1860 de 2021 artículo 2.2.1.2.4.2.15, se otorgará 5 puntos a los proponentes 
que acrediten alguno de los supuestos del artículo 2.2.1.2.4.2.14 del mismo decreto, es decir: 
 



 

Definición de emprendimientos y empresas de mujeres. Con el propósito de adoptar medidas afirmativas 
que incentiven la participación de las mujeres en el sistema de compras públicas, se entenderán como 
emprendimientos y empresas de mujeres aquellas que cumplan con alguna de las siguientes condiciones:  

1. Cuando más del cincuenta por ciento (50%) de las acciones, partes de interés o cuotas de participación 
de la persona jurídica pertenezcan a mujeres y los derechos de propiedad hayan pertenecido a estas 
durante al menos el último año anterior a la fecha de cierre del Proceso de Selección. Esta 
circunstancia se acreditará mediante certificación expedida por el representante legal y el revisor fiscal, 
cuando exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o el contador, donde conste la distribución de 
los derechos en la sociedad y el tiempo en el que las mujeres han mantenido su participación.  

 
2. Cuando por lo menos el cincuenta por ciento (50%) de los empleos del nivel directivo de la persona 

jurídica sean ejercidos por mujeres y éstas hayan estado vinculadas laboralmente a la empresa 
durante al menos el último año anterior a la fecha de cierre del Proceso de Selección en el mismo 
cargo u otro del mismo nivel.  

Se entenderá como empleos del nivel directivo aquellos cuyas funciones están relacionadas con la 
dirección de áreas misionales de la empresa y la toma de decisiones a nivel estratégico. En este 
sentido, serán cargos de nivel directivo los que dentro de la organización de la empresa se encuentran 
ubicados en un nivel de mando o los que porsu jerarquía desempeñan cargos encaminados al 
cumplimiento de funciones orientadas a representar al empleador.  

Esta circunstancia se acreditará mediante certificación expedida por el representante legal y el revisor 
fiscal, cuando exista de acuerdo con los requerimientos de ley, o el contador, donde se señale de 
manera detallada todas las personas que conforman los cargos de nivel directivo del proponente, el 
número de mujeres y el tiempo de vinculación.  

La certificación deberá relacionar el nombre completo y el número de documento de identidad de cada 
una de las personas que conforman el nivel directivo del proponente. Como soporte, se anexará copia 
de los respectivos documentos de identidad, copia de los contratos de trabajo o certificación laboral 
con las funciones, así como el certificado de aportes a seguridad social del último año en el que se 
demuestren los pagos realizados por el empleador.  

1. Cuando la persona natural sea una mujer y haya ejercido actividades comerciales a través de un 
establecimiento de comercio durante al menos el último año anterior a la fecha de cierre del proceso 
de selección. Esta circunstancia se acreditará mediante la copia de cédula de ciudadanía, la cédula 
de extranjería o el pasaporte, así como la copia del registro mercantil.  
 

2. Para las asociaciones y cooperativas, cuando más del cincuenta por ciento (50%) de los asociados 
sean mujeres y la participación haya correspondido a estas durante al menos el último año anterior a 
la fecha de cierre del Proceso de Selección. Esta circunstancia se acreditará mediante certificación 
expedida por el representante legal.  

 
Parágrafo. Respecto a los incentivos contractuales para los emprendimientos y empresas de mujeres, las 
certificaciones de trata el presente artículo deben expedirse bajo la gravedad de juramento con una fecha 
de máximo treinta (30) días calendario anteriores a la prevista para el cierre del procedimiento de selección. 

 
Igualmente se otorgará hasta 5 puntos a los proponentes que acrediten su condición de Mipyme, lo cual 
se verificará a través de certificado suscrito por contador o revisor fiscal donde se acredite el tamaño 
empresarial, junto con fotocopia de la tarjeta profesional y certificado de vigencia expedido por la Junta 
Central de Contadores, y en el certificado de existencia y representación o de registro mercantil, expedido 
por cámara de comercio.  
 

F. CRITERIOS DE DESEMPATE 
 



 

De acuerdo con el puntaje obtenido por cada una de las propuestas, se establecerá un orden de 
elegibilidad para la adjudicación de la contratación; se utilizarán las siguientes reglas de forma sucesiva y 
excluyente para seleccionar al oferente favorecido, respetando en todo caso los compromisos 
internacionales vigentes. 
 
De acuerdo con lo anterior se dará aplicabilidad a las reglas establecidas en el artículo 2.2.1.2.4.2.17 del 
Decreto 1860 de 2021, conforme con lo establecido en el artículo 35 de la ley 2069 de 2020, las siguientes 
reglas se aplicarán de forma sucesiva y excluyente para seleccionar al oferente favorecido. 
 
En caso de empate entre dos (2) o más propuestas, se otorgará el plazo de un (1) días hábil para la 
acreditación de los siguientes criterios de desempate: 
 

1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios 
extranjeros. Para acreditar este factor de desempate se tendrán en cuenta las definiciones de que 
trata el artículo 2.2.1.1.1.3.1., en concordancia con el artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 
2015, Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, que trata del puntaje 
para la promoción de la industria nacional en los Procesos de Contratación de servicios. Para estos 
efectos, incluso se aplicará el inciso tercero de la definición de Servicios Nacionales establecida 
en el artículo 2.2.1.1.1.3.1., citado anteriormente. 
En este sentido, en los procesos en los que aplique el puntaje previsto en el inciso 1 del 
artículo 2 de la Ley 816 de 2003, el requisito se cumplirá en los mismos términos establecidos en 
los artículos indicados en el inciso anterior. Por tanto, este criterio de desempate se acreditará con 
los mismos documentos que se presenten para obtener dicho puntaje. 
En similares términos, en los procesos en que no aplique el referido puntaje, la Entidad Estatal 
deberá definir en el pliego de condiciones, invitación o documento equivalente, las condiciones y 
los documentos con los que se acreditará el origen nacional del bien o servicio a efectos aplicar 
este factor, los cuales, en todo caso, deberán cumplir con los elementos de la noción de Servicio 
Nacional establecida en el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, Único Reglamentario 
del Sector Administrativo de Planeación Nacional y observando los mismos lineamientos prescritos 
en el artículo 2.2.1.2.4.2.9, solo que el efecto de acreditar dichas circunstancias consistirá en 
beneficiarse de este criterio de desempate en lugar de obtener puntaje. 
 

Forma de Acreditación: De conformidad con lo consagrado en el Artículo 2 de la Ley 816 de 2003, se 
acreditará mediante certificación suscrita por el representante legal, que su propuesta oferta bienes o 
servicios de origen nacional. Para el efecto, se tendrá en cuenta lo establecido en el Artículo 2.2.1.2.4.2.1 
del Decreto 1082 de 2015, que delimitan lo relacionado con bienes o con servicios de origen nacional. 
 
La acreditación del componente, se hará mediante certificado del representante legal de la empresa 
oferente, en la cual se discrimine el componente y el porcentaje del mismo. 
 
De igual manera, conforme con lo establecido en el Artículo 2.2.1.2.4.1.3 del Decreto 1082 de 2015, se 
otorgará el tratamiento de bienes o servicios nacionales a aquellos de origen extranjero en procesos de 
selección nacionales, siempre que cumplan con alguna de estas condiciones: 
 
a. Los oferentes, bienes y servicios con los cuales Colombia tenga acuerdos comerciales, en los términos 
establecidos en tales acuerdos comerciales; 
b. A los bienes y servicios provenientes de estados con los cuales no exista un acuerdo comercial, pero 
respecto de los cuales el gobierno nacional haya certificado que los bienes y servicios nacionales gozan 
de trato nacional, con base en la revisión y comparación de la normativa en materia de compras y 
contratación pública de dicho estado;  
c. A los servicios prestados por oferentes miembros de la comunidad andina de naciones teniendo en 
cuenta la regulación andina aplicable a la materia. 
 
El Ministerio de Relaciones Exteriores debe expedir el certificado por medio del cual se acredite la situación 
mencionada en el literal (b) anterior en relación con un Estado en particular, lo cual no es requerido para 
acreditar las situaciones a las que se refieren los literales (a) y (c) anteriores.  
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Los certificados para acreditar la condición a la que se refiere el literal (b) anterior deben ser publicados 
en la forma y oportunidad que para el efecto disponga Colombia Compra Eficiente. La vigencia de los 
certificados será de dos años contados a partir de la fecha de su expedición, sin perjuicio de que el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo o Colombia Compra Eficiente soliciten al Ministerio de 
Relaciones Exteriores su revisión con ocasión de la expedición de nueva normativa en el Estado sobre el 
cual se expide el certificado. Colombia Compra Eficiente puede determinar vía circular la forma como el 
Ministerio de Relaciones Exteriores debe constatar que los oferentes de Bienes y Servicios Nacionales 
gozan de trato nacional y de revisar y comparar la normativa en materia de compras y contratación pública 
para la expedición del certificado.  
 
LA NO CERTIFICACIÓN POR PARTE DEL REPRESENTANTE LEGAL DE LA EMPRESA OFERENTE, 
EN LA CUAL SE DISCRIMINE EL COMPONENTE Y EL PORCENTAJE DEL MISMO, DARÁ LUGAR A 
QUE LA PROPUESTA NO SE TENGA EN CUENTA EN EL DESEMPATE. 
 

2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia. Su acreditación se realizará en los términos 
del parágrafo del artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 1232 de 
2008, o la norma que lo modifique, aclare, adicione o sustituya. Es decir, la condición de mujer 
cabeza de familia y la cesación de esta se otorgará desde el momento en que ocurra el respectivo 
evento y se declare ante un notario. En la declaración que se presente para acreditar la calidad de 
mujer cabeza de familia deberá verificarse que la misma dé cuenta del cumplimiento de los 
requisitos establecidos en el artículo 2 de la Ley 82 de 1993, modificado por el artículo 1 de la Ley 
1232 de 2008. 
 
Igualmente, se preferirá la propuesta de la mujer víctima de violencia intrafamiliar, la cual acreditará 
dicha condición de conformidad con el artículo 21 de la Ley 1257 de 2008, esto es, cuando se 
profiera una medida de protección expedida por la autoridad competente. En virtud del 
artículo 16 de la Ley 1257 de 2008, la medida de protección la debe impartir el comisario de familia 
del lugar donde ocurrieron los hechos y, a falta de este, del juez civil municipal o promiscuo 
municipal, o la autoridad indígena en los casos de violencia intrafamiliar en las comunidades de 
esta naturaleza. 
En el caso de las personas jurídicas se preferirá a aquellas en las que participen mayoritariamente 
mujeres cabeza de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, para lo cual el 
representante legal o el revisor fiscal, según corresponda, presentará un certificado, mediante el 
cual acredita, bajo la gravedad de juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la 
composición accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por mujeres cabeza 
de familia y/o mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. Además, deberá acreditar la condición 
indicada de cada una de las mujeres que participen en la sociedad, aportando los documentos de 
cada una de ellas, de acuerdo con los dos incisos anteriores. 
Finalmente, en el caso de los proponentes plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los 
integrantes acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. 
De acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012, el titular de la información de estos datos 
sensibles, como es el caso de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar, deberá autorizar de 
manera previa y expresa el tratamiento de esta información, en los términos del literal a) del 
artículo 6 de la precitada Ley, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 2. 
 

3. Preferir la propuesta presentada por el proponente que acredite en las condiciones establecidas 
en la ley que por lo menos el diez por ciento (10%) de su nómina está en condición de 
discapacidad, de acuerdo con el artículo 24 de la Ley 361 de 1997, debidamente certificadas por 
la oficina del Ministerio del Trabajo de la respectiva zona, que hayan sido contratados con por lo 
menos un (1) año de anterioridad a la fecha de cierre del Proceso de Contratación o desde el 
momento de la constitución de la persona jurídica cuando esta es inferior a un (1) año y que 
manifieste adicionalmente que mantendrá dicho personal por un lapso igual al término de ejecución 
del contrato. 
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Si la oferta es presentada por un proponente plural, el integrante que acredite que el diez por ciento 
(10%) de su nómina está en condición de discapacidad, en los términos del presente numeral, 
debe tener una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25%) en la estructura plural 
y aportar como mínimo el veinticinco por ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta. 
El tiempo de vinculación en la planta referida de que trata este numeral se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando su 
conformación es inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el 
empleador. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 3. 
 

4. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite la vinculación en mayor proporción 
de personas mayores que no sean beneficiarias de la pensión de vejez, familiar o de sobrevivencia 
y que hayan cumplido el requisito de edad de pensión establecido en la ley, para ello, la persona 
natural, el representante legal de la persona jurídica o el revisor fiscal, según corresponda, 
entregará un certificado, en el que se acredite, bajo la gravedad de juramento, las personas 
vinculadas en su nómina y el número de trabajadores que no son beneficiarios de la pensión de 
vejez, familiar o de sobrevivencia y que cumplieron el requisito de edad de pensión. Solo se tendrá 
en cuenta la vinculación de aquellas personas que se encuentren en las condiciones descritas y 
que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año contado a partir de 
la fecha del cierre del proceso. Para los casos de constitución inferior a un (1) año, se tendrá en 
cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de la constitución de la persona 
jurídica. 
El tiempo de vinculación en la planta referida, de que trata el inciso anterior, se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social del último año o del tiempo de constitución de la persona 
jurídica, cuando su conformación es inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos 
realizados por el empleador. 
En el caso de los proponentes plurales, su representante legal acreditará el número de 
trabajadores vinculados que son personas mayores no beneficiarias de la pensión de vejez, 
familiar o de sobrevivencia, y que cumplieron el requisito de edad de pensión establecido en la ley, 
de todos los integrantes del proponente. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar 
vinculadas a cualquiera de sus integrantes. 
En cualquiera de los dos supuestos anteriores, para el otorgamiento del criterio de desempate, 
cada uno de los trabajadores que cumpla las condiciones previstas por la ley, allegará un 
certificado, mediante el cual acredita, bajo la gravedad de juramento, que no es beneficiario de 
pensión de vejez, familiar o sobrevivencia, y cumple la edad de pensión; además, se deberá allegar 
el documento de identificación del trabajador que lo firma. 
La mayor proporción se definirá en relación con el número total de trabajadores vinculados en la 
planta de personal, por lo que se preferirá al oferente que acredite un porcentaje mayor. En el caso 
de proponentes plurales, la mayor proporción se definirá con la sumatoria de trabajadores 
vinculados en la planta de personal de cada uno de sus integrantes. 
 

Forma de Acreditación:  Acreditar conforme lo requerido en este numeral 4. 
 

5. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite que por lo menos el diez por ciento 
(10%) de su nómina pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, 
Rrom o gitana, para lo cual, la persona natural, el representante legal o el revisor fiscal, según 
corresponda, bajo la gravedad de juramento señalará las personas vinculadas a su nómina, y el 
número de identificación y nombre de las personas que pertenecen a la población indígena, negra, 
afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Solo se tendrá en cuenta la vinculación de 
aquellas personas que hayan estado vinculadas con una anterioridad igual o mayor a un (1) año 
contado a partir de la fecha del cierre del proceso. Para los casos de constitución inferior a un (1) 
año, se tendrá en cuenta a aquellos que hayan estado vinculados desde el momento de 
constitución de la persona jurídica. 
 



 

El tiempo de vinculación en la planta referida, de que trata el inciso anterior, se acreditará con el 
certificado de aportes a seguridad social del último año o del tiempo de su constitución cuando su 
conformación es inferior a un (1) año, en el que se demuestren los pagos realizados por el 
empleador. 
 
Además, deberá aportar la copia de la certificación expedida por el Ministerio del Interior, en la 
cual acredite que el trabajador pertenece a la población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, 
palenquera, Rrom o gitana, en los términos del Decreto Ley 2893 de 2011, o la norma que lo 
modifique, sustituya o complemente. 
 
En el caso de los proponentes plurales, su representante legal presentará un certificado, mediante 
el cual acredita que por lo menos diez por ciento (10%) del total de la nómina de sus integrantes 
pertenece a población indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palanquera, Rrom o gitana. Este 
porcentaje se definirá de acuerdo con la sumatoria de la nómina de cada uno de los integrantes 
del proponente plural. Las personas enunciadas anteriormente podrán estar vinculadas a 
cualquiera de sus integrantes. En todo caso, deberá aportar la copia de la certificación expedida 
por el Ministerio del Interior, en la cual acredite que el trabajador pertenece a la población indígena, 
negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana en los términos del Decreto Ley 2893 de 
2011, o la norma que lo modifique, sustituya o complemente. 
 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012, se requiere que 
el titular de la información de estos, como es el caso de las personas que pertenece a la población 
indígena, negra, afrocolombiana, raizal, palenquera, Rrom o gitana autoricen de manera previa y 
expresa el tratamiento de la información, en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 
de 2012, como requisito para el otorgamiento del criterio de desempate. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 5. 
 

6. Preferir la propuesta de personas naturales en proceso de reintegración o reincorporación, para lo 
cual presentará copia de alguno de los siguientes documentos: i) la certificación en las 
desmovilizaciones colectivas que expida la Oficina de Alto Comisionado para la Paz, ii) el 
certificado que emita el Comité Operativo para la Dejación de las Armas respecto de las personas 
desmovilizadas en forma individual, iii) el certificado que emita la Agencia para la Reincorporación 
y la Normalización que acredite que la persona se encuentra en proceso de reincorporación o 
reintegración o iv) cualquier otro certificado que para el efecto determine la Ley. Además, se 
entregará copia del documento de identificación de la persona en proceso de reintegración o 
reincorporación. 
 
En el caso de las personas jurídicas, el representante legal o el revisor fiscal, si están obligados a 
tenerlo, entregará un certificado, mediante el cual acredite bajo la gravedad de juramento que más 
del cincuenta por ciento (50 %) de la composición accionaria o cuotas partes de la persona jurídica 
está constituida por personas en proceso de reintegración o reincorporación. Además, deberá 
aportar alguno de los certificados del inciso anterior, junto con los documentos de identificación de 
cada una de las personas que está en proceso de reincorporación o reintegración. 
 
Tratándose de proponentes plurales, se preferirá la oferta cuando todos los integrantes sean 
personas en proceso de reincorporación, para lo cual se entregará alguno de los certificados del 
inciso primero de este numeral, y/o personas jurídicas donde más del cincuenta por ciento (50 %) 
de la composición accionaria o cuotas parte esté constituida por personas en proceso de 
reincorporación, para lo cual el representante legal, o el revisor fiscal, si está obligado a tenerlo, 
acreditará tal situación aportando los documentos de identificación de cada una de las personas 
en proceso de reincorporación. 
 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012, se requiere que 
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el titular de la información de estos, como son las personas en proceso de reincorporación o 
reintegración, autoricen a la entidad de manera previa y expresa el manejo de esta información, 
en los términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012 como requisito para el 
otorgamiento de este criterio de desempate. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 6. 
 

7. Preferir la oferta presentada por un proponente plural siempre que se cumplan las condiciones 
de los siguientes numerales: 
 

7. 1. Esté conformado por al menos una madre cabeza de familia y/o una persona en proceso de 
reincorporación o reintegración, para lo cual se acreditarán estas condiciones de acuerdo con lo 
previsto en el inciso 1 del numeral 2 y/o el inciso 1 del numeral 6 del presente artículo; o por una 
persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente madres cabeza de familia y/o 
personas en proceso de reincorporación o reintegración, para lo cual el representante legal o el 
revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, presentarán un certificado, mediante el cual acrediten, 
bajo la gravedad de juramento, que más del cincuenta por ciento (50 %) de la composición 
accionaria o cuota parte de la persona jurídica está constituida por madres cabeza de familia y/o 
personas en proceso de reincorporación o reintegración. Además, deberá acreditar la condición 
indicada de cada una de las personas que participen en la sociedad que sean mujeres cabeza de 
familia y/o personas en proceso de reincorporación o reintegración, aportando los documentos de 
cada uno de ellos, de acuerdo con lo previsto en este numeral. Este integrante debe tener una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25 %) en el proponente plural. 
 
7.2. El integrante del proponente plural de que trata el anterior numeral debe aportar mínimo el 
veinticinco por ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta. 
 
7.3. En relación con el integrante del numeral 7.1. ni la madre cabeza de familia o la persona en 
proceso de reincorporación o reintegración, ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o 
representantes legales podrán ser empleados, socios o accionistas de otro de los integrantes del 
proponente plural, para lo cual el integrante del que trata el numeral 7.1. lo manifestará en un 
certificado suscrito por la persona natural o el representante legal de la persona jurídica. 
 
Debido a que para el otorgamiento de este criterio de desempate se entregan certificados que 
contienen datos sensibles, de acuerdo el artículo 5 de la Ley 1581 de 2012, se requiere que el 
titular de la información de estos, como es el caso de las personas en proceso de reincorporación 
y/o reintegración autoricen de manera previa y expresa el tratamiento de esta información, en los 
términos del literal a) del artículo 6 de la Ley 1581 de 2012, como requisito para el otorgamiento 
del criterio de desempate. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 7. 
 

8. Preferir la oferta presentada por una Mipyme, lo cual se verificará en los términos del artículo 
2.2.1.2.4.2.4 del presente Decreto, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del 
Decreto 1074 de 2015. 
Asimismo, se preferirá la oferta presentada por una cooperativa o asociaciones mutuales, para lo 
cual se aportará el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de 
Comercio o la autoridad respectiva. En el caso específico en que el empate se presente entre 
cooperativas o asociaciones mutuales que tengan el tamaño empresarial de grandes empresas 
junto con micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta las cooperativas o asociaciones 
mutuales que cumplan con los criterios de clasificación empresarial definidos por el 
Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 
Tratándose de proponentes plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 
acredite alguna de las condiciones señaladas en los incisos anteriores de este numeral. En el 
evento en que el empate se presente entre proponentes plurales cuyos integrantes estén 
conformados únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de 
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grandes empresas junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas 
o medianas, se preferirá la oferta de aquellos proponentes plurales en los cuales al menos uno de 
sus integrantes sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de 
clasificación empresarial definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o 
medianas. 
 

Forma de Acreditación: Conforme lo establecido en el artículo 2.2.1.2.4.2.4. del Decreto 1860 de 2021 
así:  
 
Acreditación de requisitos para participar en convocatorias limitadas. La Mipyme colombianas deben 
acreditar que tiene el tamaño empresarial establecido por la ley de la siguiente manera: 
 
1. Las personas naturales mediante certificación expedida por ellos y un contador público, adjuntando 
copia del registro mercantil. 
2. Las personas jurídicas mediante certificación expedida por el representante legal y el contador o revisor 
fiscal, si están obligados a tenerlo, adjuntando copia del certificado de existencia y representación legal 
expedido por la Cámara de Comercio o por la autoridad competente para expedir dicha certificación. 
Para la acreditación deberán observarse los rangos de clasificación empresarial establecidos de 
conformidad con la Ley 590 de 2000 y el Decreto 1074 de 2015, o las normas que lo modifiquen, sustituyan 
o complementen. 
PARÁGRAFO 1. En todo caso, las Mipyme también podrán acreditar esta condición con la copia del 
certificado del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento 
de su presentación. 
PARÁGRAFO 2. Para efectos de la limitación a Mipyme, los proponentes aportarán la copia del registro 
mercantil, del certificado de existencia y representación legal o del Registro Único de Proponentes, según 
corresponda conforme a las reglas precedentes, con una fecha de máximo sesenta (60) días calendario 
anteriores a la prevista en el cronograma del Proceso de Contratación para el inicio del plazo para solicitar 
la convocatoria limitada. 
PARÁGRAFO 3. En las convocatorias limitadas, las Entidades Estatales independientemente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares 
que ejecuten recursos públicos, solo deberán aceptar las ofertas de Mipyme o de proponentes plurales 
integrados únicamente por Mipyme. 
PARÁGRAFO 4. Los incentivos previstos en los artículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 de este Decreto no 
excluyen la aplicación de los criterios diferenciales para los emprendimientos y empresas de mujeres en 
el sistema de compras públicas." 
 

9. Preferir la oferta presentada por el proponente plural constituido en su totalidad por micro y/o 
pequeñas empresas, cooperativas o asociaciones mutuales. 
La condición de micro o pequeña empresa se verificará en los términos del artículo 2.2.1.2.4.2.4 
del presente Decreto, en concordancia con el parágrafo del artículo 2.2.1.13.2.4 del Decreto 1074 
de 2015. 
 
La condición de cooperativa o asociación mutual se acreditará con el certificado de existencia y 
representación legal expedido por la Cámara de Comercio o la autoridad respectiva. En el evento 
en que el empate se presente entre proponentes plurales cuyos integrantes estén conformados 
únicamente por cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas 
junto con otras en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas o medianas, se 
preferirá la oferta de aquellos proponentes plurales en los cuáles al menos uno de sus integrantes 
sea una cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial 
definidos por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 9. 
 

10. Preferir al oferente persona natural o jurídica que acredite, de acuerdo con sus estados 
financieros o información contable con corte al 31 de diciembre del año anterior, que por lo menos 
el veinticinco por ciento (25 %) del total de sus pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o 
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asociaciones mutuales por concepto de proveeduría del oferente, efectuados durante el año 
anterior, para lo cual el proponente persona natural y contador público; o el representante legal de 
la persona jurídica y revisor fiscal para las personas obligadas por ley; o del representante legal 
de la persona jurídica y contador público, según corresponda, entregará un certificado expedido 
bajo la gravedad de juramento, en el que conste que por lo menos el veinticinco por ciento (25%) 
del total de pagos fueron realizados a Mipyme, cooperativas o asociaciones mutuales. 
 
Igualmente, cuando la oferta es presentada por un proponente plural se preferirá a este siempre 
que 
 
10.1. Esté conformado por al menos una Mipyme, cooperativa o asociación mutual que tenga una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25%) en el proponente plural, para lo cual 
se presentará el documento de conformación del proponente plural y, además, ese integrante 
acredite la condición de Mipyme, cooperativa o asociación mutual en los términos del numeral 8 
del presente artículo; 
 
10.2. La Mipyme, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25 %) 
de la experiencia acreditada en la oferta; y 
 
10.3. Ni la Mipyme, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes 
legales sean empleados, socios o accionistas de los otros integrantes del proponente plural, para 
lo cual el integrante respectivo lo manifestará mediante un certificado suscrito por la persona 
natural o el representante legal de la persona jurídica. 
 
En el evento en que el empate se presente entre proponentes plurales, que cumplan con los 
requisitos de los incisos anteriores, cuyos integrantes estén conformados únicamente por 
cooperativas y asociaciones mutuales que tengan la calidad de grandes empresas junto con otras 
en las que los integrantes tengan la calidad de micro, pequeñas o medianas, se preferirá la oferta 
de aquellos proponentes plurales en los cuales al menos uno de sus integrantes sea una 
cooperativa o asociación mutual que cumpla con los criterios de clasificación empresarial definidos 
por el Decreto 1074 de 2015, que sean micro, pequeñas o medianas. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 10. 
 

11. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés 
Colectivo o Sociedad BIC, del segmento Mipymes, para lo cual se presentará el certificado de 
existencia y representación legal en el que conste el cumplimiento a los requisitos del artículo 2 de 
la Ley 1901 de 2018, o la norma que la modifique o la sustituya. Asimismo, acreditará la condición 
de Mipyme en los términos del numeral 8 del presente artículo. 
 
Tratándose de proponentes plurales, se preferirá la oferta cuando cada uno de los integrantes 
acredite las condiciones señaladas en el inciso anterior de este numeral. 
 

Forma de Acreditación: Acreditar conforme lo requerido en este numeral 11. 
 
12. Utilizar un método aleatorio para seleccionar al oferente, el cual deberá estar establecido 
previamente en el pliego de condiciones, invitación o documento que haga sus veces. 

 
Se utilizará el método aleatorio por balotas con el siguiente procedimiento así: 

• La Administración dispondrá de balotas debidamente numeradas. 

• La numeración de las balotas iniciará en el número 1 y continuarán numeradas en orden 
ascendente. 

• El delegado, en presencia de todos los oferentes que se encuentren empatados, introducirá las 
balotas numeradas en una bolsa de color negro. 
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• El número de balotas introducidas será el doble al número de oferentes empatados en puntos. 

• Al momento de esta diligencia los oferentes deberán acreditar la facultad legal para participar en 
el mismo, ya sea por ser el proponente, su representante legal, por estar debidamente autorizado 
por éste último mediante poder para actuar a su nombre. 

• La participación para tomar la balota de la bolsa se hará en orden alfabético, teniendo en cuenta 
la primera letra del primer apellido o de la razón social del oferente, sea éste persona natural, 
jurídica, consorcio o unión temporal. 

• Una vez el oferente tome la balota de la bolsa la tendrá en su poder sin hacer público el número 
sacado, hasta tanto no hayan tomado la balota todos los participantes. 

• Posterior a esto, se hará pública la numeración de las balotas que los participantes tienen en su 
poder. 

• El empate se resolverá a favor del proponente que haya sacado la balota marcada con el mayor 
número. 

• De la presente diligencia se levantará la respectiva acta, suscrita por todos los participantes.   

En caso de que una vez aplicado los criterios de desempate y este aun persista, se procederá a realizar 
el método aleatorio, es decir el sorteo por balotas, el cual se llevará a cabo de manera presencial; la entidad 
anunciará la fecha, hora y lugar de la misma, dando mínimo un (1) día hábil de anticipación previo a la 
realización de la audiencia.  
 
En caso de inasistencia de todos los proponentes en empate se procederá a declarar desierto el proceso 
de contratación; y si solo asistiere uno de los proponentes, se resolverá el desempate en favor del 
proponente que asista a la audiencia. 
 

G. OFERTA CON VALOR ARTIFICIALMENTE BAJO  
 
De conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, cuando de conformidad con la información 
que tenga a su alcance el Municipio, estime que el valor de una oferta resulta artificialmente bajo, requerirá 
al oferente para que explique las razones que sustenten el valor por él ofertado. Analizadas las 
explicaciones, el comité evaluador, recomendará el rechazo o la continuidad de la oferta en el proceso, 
explicando sus razones.  
 
Procederá la recomendación de continuidad de la oferta en el proceso de selección, cuando el valor de la 
misma responde a circunstancias objetivas del proponente y su oferta, que no ponen en riesgo el proceso, 
ni el cumplimiento de las obligaciones contractuales en caso de que se adjudique el contrato ha dicho 
proponente.  
 

H. PROPONENTES ELEGIBLES  
 
Agotado el análisis comparativo de las ofertas, se establecerá un orden de elegibilidad en función del 
puntaje total obtenido, asignando el primer lugar al proponente que haya obtenido el máximo puntaje, y 
así sucesivamente.  
 
Se considerarán elegibles aquellos proponentes que hayan obtenido un puntaje acumulado mínimo de 
seiscientos (600) puntos en la calificación de la propuesta técnica. 
 

I. REGLAS DE SUBSANABILIDAD  
 
De conformidad con lo estipulado en el Artículo 5 de la ley 1150 de 2007 y Decreto 1082 de 2015, primará 
lo sustancial sobre lo formal y por lo tanto, no será rechazada una propuesta por la ausencia de requisitos 
o la falta de documentos que verifiquen las condiciones del proponente o soporten el contenido de la oferta 
y que no constituyan los factores de escogencia establecidos en el pliego de condiciones.  
 
En virtud de esta disposición, El Municipio podrá solicitar al proponente, dentro de los términos indicados 
en el cronograma, que subsane cualquier requisito que no implique la asignación de puntajes. Para ello 



 

podrá solicitar las aclaraciones que considere pertinentes y las mismas deberán ser resueltas por el 
proponente dentro del término establecido en la comunicación respectiva.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, será RECHAZADA la oferta del proponente que dentro del término previsto en 
el pliego o en la solicitud, no responda al requerimiento que le haga entidad para subsanarla (Decreto 1082 
de 2015).  
 
En ningún caso se podrán subsanar asuntos relacionados con la falta de capacidad para presentar la 
oferta, ni acreditar circunstancias ocurridas con posterioridad al cierre del proceso, así como tampoco que 
se adicione o mejore el contenido de la oferta.  
 

J. PLAZO PARA EVALUACIÓN DE LAS PROPUESTAS Y PERÍODO DE OBSERVACIONES  
 
La evaluación de las propuestas se realizará dentro del término indicado en el cronograma establecido 
para el proceso de concurso de méritos. Un vez realizada la evaluación de las propuestas, el informe 
de evaluación de las mismas permanecerá durante tres (3) días hábiles, en el sitio SECOP II, con el fin 
de que los interesados presenten las observaciones que estimen pertinentes, las cuales deberán ser 
presentadas a través del módulo observaciones al informe de evaluación o mensaje de Secop II; o en la 
dirección de correo electrónico señalada en el presente pliego de condiciones para tal fin; En ejercicio de 
esta facultad, el Proponente no podrá completar, adicionar, modificar o mejorar su propuesta. El Municipio 
dará traslado de dichas observaciones a los Proponentes cuya evaluación haya sido objetada, con el fin 
de que se pronuncien.  
 
Las respuestas a las observaciones formuladas, así como los descargos o aclaraciones presentadas por 
los Proponentes objetados, serán publicados en el SECOP II. 
 

K. CAUSALES DE RECHAZO O ELIMINACIÓN DE PROPUESTAS  
 
El Municipio podrá rechazar, sin que haya lugar a su evaluación, o eliminar las propuestas presentadas, 
entre otras, si incurre en cualquiera de los siguientes casos:  
 

1. Cuando el valor de la propuesta presentada exceda el valor del presupuesto oficial destinado para 
la presente contratación.  

2. Cuando la propuesta no haya sido presentada en el SECOP II atendiendo las guías de 
presentación de oferta expedidas por CCE. 

3. Si vencido el plazo para subsanar, no se cumple con los requisitos habilitantes y/o los 
requerimientos técnicos mínimos, que deben cumplirse en su totalidad.  

4. Cuando el proponente se encuentre incurso en alguna de las causales de inhabilidad e 
incompatibilidad contempladas en la Ley 80 de 1993 y demás normas aplicables sobre la materia.  

5. Cuando el objeto social o actividad mercantil del proponente no corresponda a lo requerido por la 
Administración, exigencia que aplica a cada uno de los integrantes de Consorcios, Uniones 
Temporales u otra forma de asociación, si hay lugar a ello.  

6. Si luego de verificadas y/o evaluadas las propuestas, se encuentra contradicción entre los 
documentos aportados en la propuesta o entre ésta y lo confrontado con la realidad.  

7. Cuando no se aporte la Garantía de Seriedad de la propuesta simultáneamente con la oferta.  
8. Cuando en la propuesta económica no se coticen la totalidad de los ítems; cuando la descripción 

del ítem no contempla la actividad completa a ejecutar tal como se especifica en el formato 
suministrado por el Municipio o cuando el oferente modifique el formulario.  

9. Cuando la inscripción en el RUP no se encuentre en firme (en los que aplique).  
10. Cuando se presenten varias ofertas por el mismo oferente y se configure cualquiera de las 

siguientes hipótesis: con el mismo nombre; con nombres diferentes; de forma simultánea como 
persona natural o jurídica y representante legal de una persona jurídica, de forma simultánea como 
persona natural o jurídica e integrante de un Consorcio o Unión Temporal, de forma simultánea 
como persona natural o jurídica y representante de un Consorcio o Unión Temporal. Cuando varias 
personas jurídicas tengan el mismo representante legal, o socios comunes, solo podrá presentarse 
a la selección una de ellas. 



 

11. Si después de efectuada alguna corrección aritmética, la diferencia entre el valor original y el valor 
corregido de la propuesta supera el cero punto cinco por ciento (0.5%) del valor original.  

12. Por no considerar las modificaciones que mediante adendas haya hecho El Municipio.  
13. Por no considerar las modificaciones al formato para la propuesta económica.  
14. Cuando el proponente se encuentre incurso en causal de disolución o liquidación o embargo. En 

caso de consorcios o uniones temporales, será causal de rechazo si alguno de los integrantes se 
encuentra en esta situación.  

15. Cuando la propuesta se modifique por el proponente ante una solicitud de aclaración.  
16. Cuando el proponente ejecute cualquier acción tendiente a influenciar o presionar en el estudio y 

evaluación de las propuestas o en la adjudicación del contrato.  
17. Cuando la propuesta se presente en forma subordinada al cumplimiento de cualquier condición. 
18. Cuando una misma persona natural o jurídica, o integrante de un Proponente Plural, presente más 

de una propuesta, individualmente o haciendo parte de un Proponente plural. 
19. Que el Proponente o alguno de los integrantes del Proponente Plural esté reportado en el Boletín 

de Responsables Fiscales emitido por la Contraloría General de la República.  
20. Que la persona jurídica Proponente individual o integrante del Proponente Plural esté incursa en 

la situación descrita en el numeral 1 del artículo 38 de la Ley 1116 de 2006.  
21. Que el Proponente no aclare, subsane o aporte documentos necesarios para el cumplimiento de 

un requisito habilitante en los términos establecidos en la sección VI. 
22. Que la inscripción del Registro Único de Proponentes (RUP) que realice el Proponente, por primera 

vez o cuando han cesado sus efectos y debe volver a inscribirse, no esté en firme en la fecha 
prevista para el cierre del Proceso de Contratación. 

23. Que el Proponente no acredite la presentación de la información para renovar el Registro Único 
de Proponentes (RUP), a más tardar el quinto día hábil del mes de abril de cada año.  

24. Que el Proponente aporte información inexacta sobre la cual pueda existir una posible falsedad. 
25. Que el Proponente se encuentre inmerso en un conflicto de interés previsto en una norma de rango 

constitucional o legal. 
26. Que el valor total de la oferta o el obtenido de la corrección aritmética exceda el Presupuesto 

Oficial Estimado para el Proceso de Contratación.  
27. Presentar la oferta con tachaduras o enmendaduras que no estén convalidadas en la forma 

indicada en el Pliego de Condiciones. 
28. Que el Proponente adicione, suprima, cambie o modifique los ítems, la descripción, las unidades 

o cantidades señaladas en el presupuesto oficial. 
29. Presentar la oferta extemporáneamente. 
30. No presentar oferta económica. 
31. Presentar más de una oferta económica. 
32. Cuando se determine que el valor total de la oferta es artificialmente bajo, de acuerdo con lo 

establecido en el Decreto 1082 de 2015 y el Manual de Colombia Compra para el manejo de 
Ofertas con precios artificialmente bajo.  

33. Cuando se presenten propuestas parciales y esta posibilidad no haya sido establecida en el pliego 
de condiciones. 

34. Las demás previstas en la ley. 
 

7. ANALISIS DE RIESGOS Y FORMA DE MITIGARLO 

 
De conformidad con lo establecido en el Decreto 1082 de 2015, durante la etapa de publicación del 
proyecto de pliego de condiciones, los interesados podrán pronunciarse sobre la estimación, tipificación y 
asignación de los riesgos previsibles, realizada por el Municipio, con el fin de ser revisados y establecer 
su distribución definitiva. Los riesgos previsibles no considerados por el Municipio y que hayan sido 
aceptados en los pronunciamientos realizados por los interesados, serán incluidos en el pliego de 
condiciones definitivo. 
 
Para los efectos del presente proceso de selección por concurso de méritos, se entenderán las siguientes 
categorías de riesgo:  
 
Riesgo Previsible: Para los efectos previstos en el artículo 4° de la Ley 1150 de 2007, se entienden como 



 

riesgos involucrados en la contratación todas aquellas circunstancias que de presentarse durante el 
desarrollo y ejecución del contrato, tienen la potencialidad de alterar el equilibrio económico del contrato, 
pero que dada su previsibilidad se regulan en el marco de las condiciones inicialmente pactadas en los 
contratos y se excluyen así del concepto de imprevisibilidad de que trata el artículo 27 de la Ley 80 de 
1993. El riesgo será previsible en la medida que el mismo sea identificable y cuantificable en condiciones 
normales.  
 
Riesgo Imprevisible: Son aquellos hechos o circunstancias donde no es factible su previsión, es decir el 
acontecimiento de su ocurrencia, tales como desastres naturales, actos terroristas, guerra o eventos que 
alteren el orden público.  
 
Tipificación del Riesgo: Es la enunciación que se hace de aquellos hechos previsibles constitutivos de 
riesgo que, en criterio del Municipio, pueden presentarse durante y con ocasión de la ejecución del 
contrato.  
 
Asignación del Riesgo: Es el señalamiento que hace el Municipio, de la parte contractual que deberá 
soportar total o parcialmente la ocurrencia de la circunstancia tipificada, asumiendo su costo.  
 
Tipificación Riesgos Previsibles  
 
Riesgos Económicos: Son aquellos que se derivan del comportamiento del mercado, tales como la 
fluctuación de los precios de los insumos, desabastecimiento y especulación de los mismos, entre otros.  
 
Riesgos Sociales o Políticos: son aquellos que se derivan por cambios de las políticas gubernamentales 
que sean probables y previsibles, tales como cambios en la situación política, sistema de gobierno y 
cambio en las condiciones sociales que tengan impacto en la ejecución del contrato. También suelen 
presentarse por fallas en la manera en que se relacionan entre sí, el Gobierno y la población, grupos de 
interés o la sociedad. 
 
Riesgos Operacionales: Son aquellos riesgos asociados a la operatividad del contrato. Entre estos 
encontramos: la posibilidad de que el monto de la inversión no sea el previsto para cumplir el objeto del 
contrato. También se presenta la extensión del plazo, cuando los contratos se realizan en tiempos distintos 
a los inicialmente programados por circunstancias no imputables a las partes. Adicionalmente, se presenta 
por la posibilidad de no obtención del objeto del contrato como consecuencia de la existencia de 
inadecuados procesos, procedimientos, parámetros, sistemas de información y tecnológicos, equipos 
humanos o técnicos sin que los mismos sean imputables a las partes.  
 
Riesgos Financieros: Este riesgo tiene dos componentes básicos: el riesgo de consecución de 
financiación o riesgo de liquidez, y el riesgo de las condiciones financieras. El primero se refiere a la 
dificultad de conseguir los recursos financieros, ya sea en el sector financiero o el mercado de capitales, 
para lograr el objetivo del contrato. El segundo hace referencia a los términos financieros de dichos 
recursos, entre estos encontramos plazos, tasas, garantías, contragarantías, refinanciaciones entre otros.  
 
Riesgos Regulatorios: Son los posibles cambios regulatorios o reglamentarios que siendo previsibles, 
afecten el equilibrio contractual.  
 
Riesgos de la Naturaleza: Son los eventos causados por la naturaleza sin la intervención o voluntad del 
hombre, que, aunque pueden ser previsibles por su frecuencia o diagnóstico están fuera del control de las 
partes.  
 
Riesgos Ambientales: Se refiere a las obligaciones que emanan de las licencias ambientales, de los 
planes de manejo ambiental, de las condiciones ambientales o ecológicas exigidas y de la evolución de 
las tasas retributivas y de uso del agua.  
 
Riesgos Tecnológicos: Se refiere a eventuales fallos en las telecomunicaciones, suspensión de servicios 
públicos, advenimiento de nuevos desarrollos tecnológicos o estándares que deben ser tenidos en cuenta 



 

para la ejecución del contrato, así como la obsolescencia tecnológica.  
 
Riesgos Imprevisibles 
 
Se consideran riesgos no previsibles, por la incertidumbre de su ocurrencia, los de fuerza mayor, caso 
fortuito o hechos de terceros, tales como desastres naturales, actos terroristas, guerras, asonadas o 
eventos que alteren el orden público. 
 

El incumplimiento total o parcial del contrato  

Los hechos derivados de la responsabilidad extracontractual  

Los que corresponden a la Teoría de la Imprevisión  

Las inhabilidades e incompatibilidades sobrevinientes  

 
DISTRIBUCIÓN DE RIESGOS PREVISIBLES 
 

IDENTIFICACIÓN DEL 
RIESGO 

TIPIFICACIÓN ASIGNACIÓN 

CONTRATISTA MUNICIPIO 

Variación de cantidades Son los efectos 
derivados de las 
condiciones técnicas 
que incrementen o 
disminuyan las 
cantidades objeto 
contractual. 

x x 

Variación de precios Variación de precios de 
los mercados y demás 
elementos necesarios 
para la ejecución del 
objeto contractual 

x x 

Modificación de 
especificaciones 

Ocurre cuando se 
presentan efectos 
originados por cambios 
para la correcta 
ejecución y operación 
del objeto contractual 

x x 

Insuficiente e ineficiente 
prestación de los 
servicios  
 

Son los efectos 
derivados de la 
inoportuna, insuficiente 
e ineficaz prestación de 
los servicios materia del 
contrato necesario para 
su ejecución  
 

x  

Calidad del servicio  
 

Son los efectos 
derivados del 
incumplimiento de las 
especificaciones y 
características de los 
servicios necesarios 
para la ejecución del 
contrato  
 

x  

Son los efectos 
derivados del 
incumplimiento de las 

Ocurre por la expedición 
de normas posteriores a 
la celebración del 

x  



 

especificaciones y 
características de los 
servicios necesarios 
para la ejecución del 
contrato  
 

contrato que impliquen 
un nuevo componente 
técnico o efectos 
tributarios que varían 
las condiciones 
económicas 
inicialmente pactadas.  
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8. GARANTÍAS QUE LA ENTIDAD ESTATAL CONTEMPLA EXIGIR EN EL PROCESO DE 

CONTRATACIÓN  
 



 

A. Garantía de seriedad de la oferta  
 
El Proponente debe presentar con la propuesta una Garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 

parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 

Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada será susceptible de aclaración por el 

Proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación. Sin embargo, la no entrega de la 

garantía no es subsanable y se rechazará la oferta. 

Las características de las garantías son las siguientes:  

Característica Condición 

Clase 

Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 

2015, a saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio 

autónomo y (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 

beneficiario 

Municipio de Entrerríos, identificado con NIT 890.982.068-2. 
FONDO NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES – FNGRD con 

NIT 900.978.341-9 

Amparos 
Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos 

señalados en el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 

Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del Proceso de Contratación.  

Valor Asegurado Diez por ciento (10%) del Presupuesto Oficial del Proceso de Selección.   

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la Garantía deberá tomarse con el nombre o razón 

social y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no solo 

con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad 

podrá denominarse de esa manera. 

• Para los Proponentes Plurales: la Garantía deberá ser otorgada por todos los 

integrantes del Proponente Plural, para lo cual se deberá relacionar claramente 

los integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para 

todos los efectos serán los otorgantes de la misma.  

 

Si en desarrollo del Proceso de selección se modifica el cronograma, el Proponente deberá ampliar la 

vigencia de la Garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se hayan perfeccionado y cumplido los 

requisitos de ejecución del respectivo contrato. 

La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de 

la oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el Proponente no podrá 

retirar, ni modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la Entidad pueda hacer efectiva 

la garantía de seriedad de la oferta. 

B. Garantías del contrato 

 

GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 

Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el Contratista deberá presentar la garantía de 
cumplimiento en original a la Entidad dentro de los tres (3) días hábiles siguientes contados a partir de la 
firma del contrato y requerirá la aprobación de la Entidad. Esta garantía tendrá las siguientes 
características: 



 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 
de 2015, a saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza para Entidades 
Estatales, (ii) Patrimonio autónomo, (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

Municipio de Entrerríos, identificado con NIT 890.982.068-2. 
FONDO NACIONAL DE GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES – FNGRD con 
NIT 900.978.341-9 

Amparos, 
vigencia y valores 
asegurados 

 

Amparo Vigencia  Valor Asegurado 

Cumplimiento general del 
contrato y el pago de las multas 
y la cláusula penal pecuniaria 
que se le impongan 

Plazo del contrato y 
seis (6) meses más  

 10% del valor del 
contrato  

Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e 
indemnizaciones laborales del 
personal que el Contratista haya 
de utilizar en el territorio nacional 
para la ejecución del contrato 

Plazo del contrato y 
tres (3) años más. 

5% del valor del 
contrato  

Calidad del servicio  Plazo del contrato y 
cinco (5) años más 

20% del valor del 
contrato 

 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el Certificado de Existencia y 
Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no 
solo con su sigla, a no ser que en el referido documento se exprese que la 
sociedad podrá denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una Unión Temporal o 
Consorcio, se debe incluir la razón social, NIT y porcentaje de participación de 
cada uno de los integrantes. 

• Para el Contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, 
consorcio): la garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del 
Contratista, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su 
identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos 
serán los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del contrato  

• Objeto del contrato 

• Firma del representante legal del Contratista 

• En caso de usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor. Ej. 
Cumplimiento, si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a 
$14.980.421 

 

El Contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de 
las reclamaciones que efectúe la Entidad, así como a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o 
prórroga del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del Contratista o su no adición o 
prórroga, según el caso, constituye causal de incumplimiento del Contrato y se iniciarán los procesos 
sancionatorios a que haya lugar. 
 
9. SUPERVISIÓN  
 
La Entidad Contratante ejercerá el control y la vigilancia de la ejecución de los trabajos a través del 
supervisor. 
 
La supervisión del contrato estará a cargo del Secretario de Planeación del Municipio de ENTRERRIOS 



 

de acuerdo con lo previsto en el numeral 1 del artículo 14 de la ley 80. Para el siguiente proceso se hará 
la supervisión directa por parte de la administración dado que el objeto del contrato no requiere de 
conocimientos especializados. 
 
El supervisor debe ejercer un control técnico, administrativo, financiero, contable y jurídico sobre el 
proyecto, para lo cual, podrá en cualquier momento, exigir al contratista la información que considere 
necesaria, así como la adopción de medidas para mantener, durante el desarrollo y ejecución del contrato, 
las condiciones técnicas, económicas y financieras existentes al momento de la celebración del mismo. 
 
La supervisión consiste en el seguimiento técnico, administrativo, contable y jurídico sobre el cumplimiento 
del objeto del contrato. 
 
El Contratista debe acatar las órdenes que le imparta por escrito, y con copia a la Entidad, el interventor 
y/o supervisor. No obstante, si el Contratista no está de acuerdo con las mismas debe manifestarlo por 
escrito al interventor y/o supervisor, con copia a la Entidad Contratante, antes de proceder a ejecutar las 
órdenes. En caso contrario, responderá solidariamente con el interventor y/o supervisor si del cumplimiento 
de dichas órdenes se derivan perjuicios para la Entidad Contratante. 
 
Si el Contratista rehúsa o descuida cumplir cualquier orden escrita del interventor y/o supervisor, éste le 
notificará por escrito sobre el incumplimiento de dicha orden, señalando específicamente las omisiones o 
infracciones y exigiendo su cumplimiento. Si esta notificación no surte ningún efecto dentro de un plazo de 
cinco (5) días hábiles, el interventor y/o supervisor comunicará dicha situación a la Entidad Contratante 
para que este tome las medidas que considere necesarias. El interventor y/o supervisor debe documentar 
las causas o motivos del incumplimiento que llegue a presentarse, como es el caso de atención de 
emergencias, derrumbes, hundimientos de bancas, interrupción del tránsito, entre otros, incumpliendo así 
el desarrollo normal de las actividades programadas. 

10. ACUERDOS COMERCIALES 

El Proceso de Contratación está cubierto por los siguientes Acuerdos Comerciales y por la Decisión 439 

de la Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN).  

Acuerdo Comercial 
Entidad 
Estatal 
incluida 

Umbral 
Excepción 
aplicable 

Proceso de 
Contratación 

cubierto 

Alianza Pacífico 

Chile -SI -$818.781.000 -Sí -No  

México -No  - - -No 

Perú -Si --$818.781.000 - No  

Canadá -No - - No 

Chile -Sí -$818.650.000 - No  

Corea -No - - No  

Costa Rica -Sí -$1.162.733.000 - No  

Estados Unidos -No - - No  

Estados AELC -Sí $818.600.000 - No  

México -No - - No  

Triángulo Norte 

El Salvador 
-Sí -Menor cuantía 

de la entidad 
($245.784.840) 

 No  

Guatemala 
-Sí -Menor cuantía 

de la entidad 
($245.784.840) 

 No  

Honduras -No -  No  

Unión Europea -Sí -$859.752.000 - No  

En consecuencia, la Entidad concederá trato nacional a Proponentes y servicios de los Estados que 

cuenten con un Acuerdo Comercial que cubra el Proceso de Contratación.  



 

Adicionalmente, los Proponentes de Estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la 
existencia de trato nacional por reciprocidad recibirán este trato. 
 
11. MIPYMES  
 
De acuerdo con el artículo 2.2.1.2.4.2.2 y siguientes del Decreto 1860 de 2021, el presente proceso de 
contratación es susceptible de ser limitado a Mipymes: 

Artículo 2.2.1.2.4.2.2: Las Entidades Estatales independientemente de su régimen de contratación, los 
patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos 
públicos, deben limitar la convocatoria de los Procesos de Contratación con pluralidad de oferentes a 
las Mipyme colombianas con mínimo un (1) año de existencia, cuando concurran los siguientes 
requisitos:  

1. El valor del Proceso de Contratación sea menor a ciento veinticinco mil dólares de los Estados 
Unidos de América (US$125.000), liquidados con la tasa de cambio que para el efecto determina 
cada dos años el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 

 
2. Se hayan recibido solicitudes de por lo menos dos (2) Mipyme colombianas para limitar la 

convocatoria a Mipyme colombianas. Las Entidades Estatales independientemente de su régimen 
de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares 
que ejecuten recursos públicos, deben recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día hábil antes 
de la expedición del acto administrativo de apertura, o el que haga sus veces de acuerdo con la 
normativa aplicable a cada Proceso de Contratación.  

Tratándose de personas jurídicas, las solicitudes solo las podrán realizar Mipyme, cuyo objeto social les 
permita ejecutar el contrato relacionado con el proceso contractual.  

Parágrafo. Las cooperativas y demás entidades de economía solidaria, siempre que tengan la calidad de 
Mipyme, podrán solicitar y participar en las convocatorias limitadas en las mismas condiciones dispuestas 
en el presente artículo.  

Artículo 2.2.1.2.4.2.3. Limitaciones territoriales. De conformidad con el parágrafo 1 del artículo 12 de la Ley 
1150 de 2007, las Entidades Estatales, independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios 
autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, pueden 
realizar convocatorias limitadas a Mipyme colombianas que tengan domicilio en los departamentos o 
municipios en donde se va a ejecutar el contrato. Cada Mipyme deberá acreditar su domicilio con los 
documentos a los que se refiere el siguiente artículo.  

Artículo 2.2.1.2.4.2.4. Acreditación de requisitos para participar en convocatorias limitadas. La Mipyme 
colombianas deben acreditar que tiene el tamaño empresarial establecido por la ley de la siguiente manera:  

1. Las personas naturales mediante certificación expedida por ellos y un contador público, 
adjuntando copia del registro mercantil.  

2. Las personas jurídicas mediante certificación expedida por el representante legal y el contador o 
revisor fiscal, si están obligados a tenerlo, adjuntando copia del certificado de existencia y 
representación legal expedido por la Cámara de Comercio o por la autoridad competente para 
expedir dicha certificación.  

 
Para la acreditación deberán observarse los rangos de clasificación empresarial establecidos de 
conformidad con la Ley 590 de 2000 y el Decreto 1074 de 2015, o las normas que lo modifiquen, sustituyan 
o complementen.  



 

Parágrafo 1. En todo caso, las Mipyme también podrán acreditar esta condición con la copia del certificado 
del Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su 
presentación. 
 
Parágrafo 2. Para efectos de la limitación a Mipyme, los proponentes aportarán la copia del registro 
mercantil, del cerlificado de existencia y representación legal o del Registro Único de Proponentes, 
según corresponda conforme a las reglas precedentes, con una fecha de máximo sesenta (60) días 
calendario anteriores a la prevista en el cronograma del Proceso de Contratación para el inicio del 
plazo para solicitar la convocatoria limitada.  

Parágrafo 3. En las convocatorias limitadas, las Entidades Estatales independientemente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los 
parliculares que ejecuten recursos públicos, solo deberán aceptar las oferlas de Mipyme o de 
proponentes plurales integrados únicamente por Mipyme.  

Parágrafo 4. Los incentivos previstos en los arlículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 de este Decreto no 
excluyen la aplicación de los criterios diferenciales para los emprendimientos y empresas de mujeres 
en el sistema de compras públicas. " 
 
Para la limitación de Mipymes territorial ya sea departamental o municipal, se deberá cumplir con los 
requisitos ya enunciados en la anterior norma, y bastará con la manifestación en ese sentido, de mínimo 
dos (2) interesados.  
 
12. CONVOCATORIA A VEEDURIAS CIUDADANAS:  

 

En los términos de la ley 850 de 2003, se convoca a las veedurías ciudadanas a fin de que ejerzan la 

vigilancia y seguimiento del presente proceso, para lo cual estará disponible los documentos que soportan 

el mismo en la página web de la entidad www.entrerrios-antioquia.gov.co y en la página del SECOP II en 

los términos de publicidad del Decreto 1082/2015. 
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